Abuso del mandato de prisión preventiva en los casos de corrupción de funcionarios, Perú-2020 by Rodríguez Castillo, Mayra Vanessa
ESCUELA DE POSGRADO  
PROGRAMA ACADÉMICO DE MAESTRÍA EN DERECHO 
PENAL Y PROCESAL PENAL  
Abuso del mandato de prisión preventiva en los casos de 
corrupción de funcionarios, Perú-2020 
TESIS PARA OBTENER EL GRADO ACADÉMICO DE:  
Maestra en Derecho Penal y Procesal Penal 
AUTORA:  
Rodríguez Castillo, Mayra Vanessa (ORCID: 0000000276343785) 
ASESOR: 
Dr. Navarro Vega, Edwin Augusto (ORCID: 0000000335630291) 
LÍNEA DE INVESTIGACIÓN: 
Derecho Penal 
TRUJILLO – PERÚ 
2020 
Dedicatoria 
Dedico la presente tesis con mucho amor, 
a mi adorada madre, por ser siempre mi 
gran apoyo y por enseñarme a luchar y 




























A Dios todopoderoso, por darme la 
fortaleza necesaria para seguir adelante y 
cumplir todas mis metras trazadas y a mi 
adorada familia por siempre apoyarme en 
cada decisión tomada. 
iii
  
Índice de contenidos 
Dedicatoria 
ii 
Índice de contenido ...................................................................................................................... 
................................................................................................................8 
III. METODOLOGÍA .................................................................................................................. 22 
3.1. Tipo y diseño de investigación ........................................................................................ 22 
3.2. Categorías, Subcategorías y matriz de categorización ........................................... 23 
3.3. Escenario de estudio ......................................................................................................... 23 
3.4. Participantes ......................................................................................................................... 24 
3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos .................................................... 24 
3.6. Procedimiento ...................................................................................................................... 25 
3.7. Rigor científico ..................................................................................................................... 25 
3.8. Métodos de análisis de datos .......................................................................................... 26 
3.9. Aspectos Éticos ................................................................................................................... 27 
IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN ....................................................................................... 28 
VI. CONCLUSIONES ............................................................................................................... 46 
VI. RECOMENDACIONES ..................................................................................................... 48 
REFERENCIAS ........................................................................................................................... 49 
ANEXOS 
.......................................................................................................................................i i
Resumen ......................................................................................................................................... v 
Abstract ............................................................................................................................................. vi
I. INTRODUCCIÓN ...................................................................................................................1 
II. MARCO TEÓRICO 
iv
Agradecimiento ...........................................................................................................................  i. 
iv
Resumen 
La presente investigación tiene como finalidad analizar los efectos jurídicos del 
abuso del mandato de prisión preventiva en los casos de corrupción de 
funcionarios, Perú-2020. Se utilizo una metodología de tipo aplicada, con un 
enfoque cualitativo y de diseño no experimental, en donde se tuvo como muestra 
fuentes documentales, así como 5 abogados especialistas en Derecho Penal de la 
ciudad de Huaraz. Los datos de analizaron y recolectaron de acuerdo al 
procedimiento establecido en la investigación. Se obtuvo como resultado que, los 
efectos jurídicos del desmedido abuso del mandato de prisión preventiva en los 
casos de corrupción de funcionarios son: la vulneración del derecho a la igualdad 
ante la ley, así como de los principios de idoneidad, proporcionalidad, y necesidad; 
pues la prisión preventiva no es una pena o sanción sino una medida de coerción 
“excepcional, extrema, de última ratio” para tutelar el desarrollo del proceso. 
Palabras Claves: prisión preventiva, corrupción de funcionarios, Derecho Penal. 
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Abstract 
The present investigation aims to analyze the legal effects of the abuse of the 
mandate of preventive detention in cases of corruption of officials, Peru-2020. An 
applied methodology was used, with a qualitative and non-experimental design 
approach, in which documentary sources were used as a sample, as well as 5 
lawyers specializing in Criminal Law in the city of Huaraz. The data was analyzed 
and collected according to the procedure established in the investigation. As a 
result, the legal effects of the excessive abuse of the mandate of pre-trial detention 
in cases of corruption of officials are: violation of the right to equality before the law, 
as well as of the principles of adequacy, proportionality and necessity; Pre-trial 
detention is not a penalty or punishment, but a measure of "exceptional, extreme, 
last-rate coercion" to protect the conduct of the proceedings. 




En el Derecho Penal, el Estado, es el titular del ius puniendi, y lo ejecuta
mediante sus entidades judiciales facultadas, representadas por el Poder
Judicial, quien se encarga de delegar la jurisdicción de los juzgadores, según su
competencia objetiva para la resolución de conflictos de carácter social; y de
acuerdo a la materia punitiva se encargará de asignar al acusado la
correspondiente medida cautelar que sea oportuna y toda vez que se manifieste
el riesgo de que éste pretenda evitar el proceso penal.
El Estado debe combatir la criminalidad, en el sentido de protección efectiva y
prevención de delitos, en ese punto, la prisión preventiva es una medida extrema,
y, por ende, al momento de su aplicación, debe fundamentarse en base a
principios de proporcionalidad, racionalidad, idoneidad, necesidad, pues se
encuentra en un conflicto con la libertad. Esto es, existe una colisión de intereses:
el de la sociedad en general en su inexorable necesidad de la represión efectiva
frente a la criminalidad y el individual en sede de libertad. La Constitución, ofrece
como dato normativo la razonabilidad y la proporcionalidad del acto restrictivo.
En esa línea, se debe considerar que la disposición de prisión preventiva es una
cautelar de último recurso, es decir, el juez solo la aplicará de forma excepcional
de acuerdo a los presupuestos procesales radicados en nuestra normativa y en
concordancia con los derechos constitucionales; puesto que, esta medida
conlleva muchas veces a la transgresión del principal derecho a la libertad,
entendiéndose, por lo tanto, que ésta será aplicada en situaciones íntegramente
justificadas y respetando los derechos fundamentales.
La disposición de la cautelar de prisión preventiva tiene el objetivo fijar al
investigado en el proceso, así como velar se cumplan en el proceso los fines en
la presencia de probables riesgos y surgimiento de amenazas que pongan en
peligro el proceso, tales como: la obstaculización o peligro de fuga; sin dejar de
lado el precepto que la mencionada medida cautelar posee un carácter
excepcional, instrumental y provisional. Sin embargo, su utilización
desproporcionada y punitiva ha conllevado al Poder Judicial, a que su
aplicabilidad no sea una regla excepcional sino una regla general, dejando de
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lado la utilización de diversas cautelares coercitivas de leve gravedad, lo que 
produce la afectación de importantes derechos constitucionales del inculpado.  
Actualmente, la utilización en demasía de prisión preventiva como medida 
cautelar de esta íntegramente distorsionada, el principio esencial de 
excepcionalidad está siendo olvidado y está dando paso a un derecho punitivo 
represivo. De ahí que, los fiscales y jueces se encuentran aplicándolo de modo 
abusivo y arbitrario, en donde tiene una labor esencial, la presión mediática y en 
parte el mal ejercido control de los organismos de control de la magistratura. 
Tanto así, que el enfoque de esta cautelar en la correcta administración de 
equidad social, más que en un instrumento preventivo, se ha transformado en 
una medida punitiva, en donde no se valoran oportunamente los sucesos ni los 
presupuestos señalados en la norma penal.  
Si bien es cierto, la Constitución Política del Perú, concede al Poder Judicial la 
facultad de administrar justicia, es el juez quien posee un rol esencial en la 
resolución de un caso o cuando se pronuncia declarando fundado el 
requerimiento de prisión preventiva. empero, existe una relación tensa en las 
decisiones respecto al mandato de prisión preventiva, precisamente porque no 
es una sanción punitiva, sino de un procedimiento de instrumentalización del 
ejercicio del ius puniendi como medida cautelar en sede procesal penal.  
Respecto a este fenómeno social se considera que éste se produce como 
producto de la marcada incidencia de actos de corrupción perpetrados por 
funcionarios públicos, situación que ha encendido los ánimos de los ciudadanos, 
haciendo que exijan la búsqueda de la verdad y que cada uno de los sindicados 
sean detenidos inmediatamente y encerrados a través del mandato de prisión 
preventiva, de lo contrario, se estima que también forman parte de la cadena 
corruptiva.  
Actualmente la corrupción se ha generalizado a nivel nacional, según datos 
estadísticos de la Organización Transparencia Internacional (2019) el Perú 
ubicado en el puesto 96 de un total de 180 países; según Albán (2019), Director 
Ejecutivo de Pro ética, el país se encuentra en el último tercio de las regiones 
que tiene el número mayor de Estados en donde se percibe niveles altos de 
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corrupción, tanto así que, las personas tienden a ver a la corrupción como un 
problema de manera horizontal, cuando en la realidad se ha demostrado que, 
es, un problema que va de manera vertical, es decir, un problema generalizado, 
que se encuentra en todas las esferas sociales y en todas las instancias públicas. 
La norma penal establece la noción jurídica y valiosa, delimitando la naturaleza 
facultativa de los funcionarios del aparato judicial, así como la protección de las 
libertades y derechos; esta normatividad produce la salvaguarda del derecho 
punitivo, es decir, del bien jurídico tutelado. Entonces, el acto ilícito no es una 
violación simple del deber de fidelidad u obediencia al derecho, sino la eficacia, 
perjuicio o riesgo real a los bienes jurídicos particulares, sociales, y penales; 
siendo que, la desvalorización es la lesión del sujeto activo al bien jurídico 
tutelado y/o la exclusiva y simple desvalorización de la voluntad, no obstante, se 
trata de una puesta en peligro o lesión efectiva a un bien socialmente relevante 
(Benavente y Calderón, 2017). 
Todo lo descrito anteriormente, ha provocado que, en los últimos tiempos en el 
país, los trabajadores del poder judicial sientan una presión descomunal, que ha 
conllevado a que dictaminen con rapidez los mandatos de prisión preventiva, sin 
tener en consideración que, en el país al ser un estado democrático, se ha 
apartado del sistema inquisitivo a uno de tipo acusatorio, en donde perder la 
libertad debe ser la última medida de aplicación, pues este derecho es uno de 
los más valiosos para el ser humano. De esta manera, la importancia que tiene 
radica, en que es el único bien y derecho que toda persona está dispuesta a 
preservar y defender, ya sea con su patrimonio o con su propia integridad física 
cuando su privación se vuelva intolerante.  
La problemática de la corrupción examinada desde un escenario jurídico penal, 
se desarrolla en diversos aspectos de la vida jurídica estatal, debiéndose tomar 
en consideración cuando se delimite el contenido del injusto penal; es de 
dificultosa sustantividad en su progreso cuando el uso de esa situación de poder, 
adquiere relevancia simplemente en función de los diversos intereses que puede 
transgredir. Es entonces que, en la normativa penal peruana, en su título 
correspondiente a los hechos ilícitos que afectan a la pública administración en 
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su sección IV, se encuentran los delitos de corrupción cometidos por 
funcionarios; siendo así como, se busca frenar a la corrupción. 
En los distintos juzgados penales del país, se viene advirtiendo casos de 
corrupción de funcionarios que han generado grandes controversias entre los 
operadores del derecho y la población. Es a partir de este fenómeno que surge 
un interés muy especial por esta investigación toda vez que la corrupción, desde 
la perspectiva del investigador, es un problema social que está bien arraigado a 
esta sociedad. A esto le sumamos el problema de que, los jueces que forman 
parte del sistema judicial, en más de una ocasión, no motivan lo suficiente los 
autos de prisión preventiva, como para declarar fundada o infundada, esta 
medida coercitiva cautelar personal, y esto se está convirtiendo de ser una 
medida de coerción procesal, a ser una etapa más en el proceso de investigación 
preparatoria, dado que, en la actualidad, los fiscales que tienen a su cargo la 
imputación de Delitos de Corrupción de Funcionarios presentan juntamente con 
su requerimiento de acusación, el mandato de prisión preventiva, siendo esto 
una práctica común, cuando existen muchos casos en donde está siendo 
utilizada recurrentemente.  
De ahí que, la práctica abusiva del mandato de esta cautelar en situaciones 
referidas a los funcionarios que realizan actos de corrupción ha evidenciado la 
ineficacia del sistema procesal punitivo en el Perú, pues las controversias sobre 
el análisis de sus presupuestos causan un grave perjuicio al derecho 
fundamental de la libertad, en vista que, la medida es impuesta como regla y no 
como excepción, en donde se discute su aplicación por la naturaleza jurídica de 
los investigados (congresistas, empresarios, etc.,), lo que produce la 
deslegitimación de su finalidad y de la prevalencia del derecho esencial ante la 
ley de igualdad, con necesidad imperiosa de aquellos que recurren al órgano 
jurídico con la finalidad de obtener una administración de justicia eficaz y que en 
referencia de los derechos violentados se vale por su total respeto. 
Por ello, esta investigación tiene por objetivo advertir que, aun siendo esta 
práctica recurrente, no se pierda la esencia de la naturaleza jurídica de la 
cautelar de carácter excepcional, y que en su práctica no se desnaturalice, 
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estableciéndose una analogía de parte y todo, debido a que, esto perdería por 
completo el sentido de esta medida; lo que resultaría posible mediante una 
debida motivación de los mandatos de prisión preventiva por parte de quienes 
tienen a su cargo tal menester como los fiscales y jueces responsables de 
investigación preparatoria, para así no vulnerar los derechos establecidos por la 
norma constitucional.  
En este contexto, corresponde proponer alternativas de solución, frente al 
problema de la utilización abusiva de la mencionada cautelar en casos de 
corrupción de funcionarios, pues ante la situación fáctica de la presunción de un 
delito, es necesario determinar si se respeta el principio de  proporcionalidad, y 
el contenido que se concede al test de proporcionalidad en cada coyuntura 
específica: necesidad, idoneidad, y en sentido estricto la proporcionalidad; 
siendo que, su justificación de acuerdo a los medios alternativos, pertinencia, y 
los principios más relevantes, no implica una actuación insustancial, si no por el 
contrario concede razonabilidad a la transgresión del fundamental derecho de 
todo ser humano a gozar de la libertad. 
Por lo antes mencionado se expone el siguiente problema de investigación; 
¿Cuáles son los efectos jurídicos del abuso del mandato de prisión preventiva 
en los casos de corrupción de funcionarios, Perú-2020? 
La presente investigación se justifica, pues las extensas encarcelaciones con 
mandato de prisión preventiva se van retroalimentando en un sistema de justicia 
punitivo susceptible de corrupción que abusa de esta medida, lo que podría 
producir una dependencia desmedida en su aplicación. La corrupción como la 
extralimitación de la disposición la cautelar dentro del proceso penal van 
prosperando en los mismos contextos, en vista a que, ambos son parte el círculo 
vicioso el sistema de justicia disfuncional que lleva a la corrupción, desvirtuando 
aún más el Estado democrático. Por ello, se quiere dar a conocer la situación 
real del abuso de la utilización de la citada cautelar, en especial sobre la 
repercusión en los casos de corrupción de funcionarios.  
Justificación teórica; en esta investigación se realizó un análisis doctrinario y 
teórico acerca de la aplicación abusiva de la prisión preventiva como cautelar en 
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los casos de corrupción de funcionarios, en vista a que, su aplicación arbitraria 
e ilegal es una problemática crónica en el Perú y su utilización desmedida es aún 
más grave, pues atenta contra los fundamentales derechos de aquellos 
ciudadanos privados de su libre autonomía. En razón a ello, se pretendió brindar 
un aporte a la comunidad jurídica para suplir la necesidad existente de 
sistematizar tanto la doctrina como la jurisprudencia en materia penal 
correlacionando la desmedida utilización sobre la disposición de esta cautelar en 
casos de corrupción de funcionarios con la finalidad de proteger la presunción 
de inocencia como fundamental derecho, así como la libertad personal.  
Justificación practica; esta investigación es de enorme utilidad práctica, pues 
permitió conocer los alcances que tiene el abuso de la prisión preventiva como 
cautelar excepcional en la ocurrencia de corrupción de funcionarios. La 
utilización desmedida de la prisión preventiva implica una problemática 
estructural inadmisible en un Estado democrático que muestra respeto hacia, el 
principio, muy nombrado y considerado como derecho esencial, presunción de 
inocencia. Asimismo, implica una praxis distinta a la naturaleza intrínseca del 
Estado de derecho y a los valores que lo conforman. En esa línea, urge la 
necesidad de ejecutar acciones eficaces para que la prisión preventiva sea 
utilizada conforme a su esencia excepcional, con la finalidad primordial de velar 
por el respeto al fundamental derecho a la libertad personal, así como disminuir 
los elevados índices de hacinamiento carcelario en el Perú.  
Justificación social: la presente investigación pretender que la ejecución de esta 
cautelar de prisión preventiva sea vista como una medida de último recurso y de 
aplicación excepcional en los casos de corrupción de funcionarios, pues se limita 
la libertad de un individuo inocente presuntamente, cuando se impone a antes 
de la sentencia. Para determinar la necesidad de la aplicación del mandato de 
prisión preventiva es necesario analizar si existen medidas alternativas menos 
graves que puedan cumplir con el mismo fin. Teniendo esto, la finalidad de avalar 
se respete los derechos de aquellos investigados, pues su utilización excesiva 
ocasiona graves efectos para el imputado como para la sociedad. De esta 
manera. La sociedad puede comprobar y certificar si el sistema de justicia actúa 
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con legalidad y transparencia, impidiendo actos arbitrarios que transgredan los 
derechos fundamentales.  
Justificación metodológica: Este estudio resulta esencial pues permitió la 
aplicación de métodos de investigación científica que generaron conocimientos 
confiables inválidos en la rama penal, los cuales que deben ser tomados en 
cuenta para futuras investigaciones. Asimismo, los instrumentos a utilizar son 
adecuados para la idoneidad y confiabilidad de los argumentos de la presente 
investigación. 
Se planteó como objetivo general; Analizar los efectos jurídicos del abuso del 
mandato de prisión preventiva en los casos de corrupción de funcionarios, Perú-
2020. Y como objetivos específicos: Analizar los presupuestos materiales de la 
prisión preventiva contemplados en el artículo 268 del Código Procesal Penal, 
Perú-2020; Analizar la trascendencia de los principios de idoneidad, 
proporcionalidad, y necesidad en la aplicación de la prisión preventiva en los 
delitos de corrupción de funcionarios; Establecer si se vulnera el derecho a la 
igualdad ante la ley con el abuso de mandato de prisión preventiva en los casos 
de corrupción de funcionarios, Perú-2020; y, Establecer si la defensa de la 
sociedad justifica el uso y abuso del mandato de prisión preventiva en los casos 
de corrupción de funcionarios, Perú-2020.  
Así también se planteó como hipótesis general que: Los efectos jurídicos del 
desmedido abuso del mandato de prisión preventiva en los casos de corrupción 
de funcionarios son la vulneración del derecho a la igualdad ante la ley, así como 
de los principios de idoneidad, proporcionalidad, y necesidad. 
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II. MARCO TEÓRICO
Entre los antecedentes internacionales, se encuentran Garzón (2008) que tiene
como objetivo determinar, si la medida cautelar prisión preventiva,
verdaderamente cumple con su función, esto es ser una medida excepcional,  o
de lo contrario, ha habido o hay demasía en la utilización de esta, llegando a
determinar, por esta razón, que la detención precautoria no tiene que conformar
la normal general como claramente de define puesto que se trataría de un acción
arbitraria e injusta el despojar la autonomía en modo desproporcionado respecto
de la sentencia que correspondería a la infracción del acusado, a quienes cuya
culpabilidad no ha sido aún probada, esto sería un adelanto de la sentencia,
completamente contraria a los preceptos fundamentales de los Derechos
Humanos y del Gobierno Constitucional y. Finaliza indicando que, la prisión
preventiva como cautelar es excepcional y extraordinaria que debe ser aplicada
como último recurso, en relación con la legislación, la doctrina y la jurisprudencia;
asimismo, presenta fundados presupuestos tanto materiales como subjetivos
que poseen la importancia y finalidad de velar por la presencia del inculpado
tanto en el desarrollo del proceso como en la ejecución fortuita en el juicio de la
fase procesal donde se establecerá la pena. Este implica un principio normativo
delimitador de la desmesurada y exagerada aplicación de esta cautelar en
materia penal de Ecuador.
Rubianes, (2016), que propuso que el propósito de la cautelar en discusión en la
ley de Ecuador siendo verdaderamente una medida de prevención de último
recurso de naturaleza excepcional en relación de las diferentes leyes, acuerdos
de Derechos humanos y la misma Constitución de la República ecuatoriana, de
ahí que, para su resolución se tiene que considerar las estipulaciones indicadas
según el artículo 534 del Código Orgánico Integral Penal. En necesidad del
Gobierno Constitucional, la norma judicial se incorpora a la Carta Magna, los
preceptos del debido proceso ya no son extractos literales sencillos, sino que,
resultan principios fundamentales de aplicación obligatoria por cualquier
organismo administrativo judicial. Concluye que, a pesar de vivir en un Estado
democrático y de justicia social, existen graves transgresiones a las potestades
señaladas en la normatividad y en las normas de Derechos Humanos, siendo
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que, el uso en demasía de la prisión preventiva ocasiona la inobservancia de los 
tratados internacionales que existen en relación con la investigación.  
Kostenwein (2015) su propósito general es colaborar al entendimiento del 
empleo de la cautelar de prisión preventiva aplicada en Buenos Aires, realizando 
un estudio referido a la normatividad de la medida, asimismo se realizó un 
análisis sobre la aplicación de la misma y la fundamentación ofrecida por los 
actores judiciales en referencia del tema. Concluye que, el proceso penal no 
establece si el investigado es parte o no de la comisión de un delito reprochable 
por la sociedad, sino que, se refiere esencialmente, a la asignación de todo 
individuo a un estatus judicial que demanda que se la tome en cuenta como no 
responsable a lo largo de la indagación de un ilegal sin importar, en esta fase del 
procedimiento, que sea responsable de un ilegal o ajeno al mismo. Y por otra 
parte tal como lo indica la teoría del país argentino, lo más relevante es el valor 
ideológico que se encuentra contenido en la suposición de la exculpación, y a su 
vez se encuentra contenido en una orden política que tiende a garantizar el 
estatus autónomo del acusado en caso de conflictos de interés público en la 
coacción de material. De esta manera, el precepto de exculpación se exige sobre 
la medida de caución de detención precautoria.  
Villegas (2014) que tiene como propósito evidenciar de qué forma se vulnera el 
derecho personal a la libertad estipulado en la constitución y del fundamental 
principio de presumir la inocencia de los ciudadanos ecuatorianos en los 
procesos judiciales penales cuando se les aplica de modo indiscriminado la 
prisión preventiva con el objetivo de conseguir fundamentos jurídicos que 
produzcan una reforma en la normativa penal. Concluye que, uno de los fines 
esenciales  del sistema penitenciario es lograr la rehabilitación social de los 
condenados para reinsertarlos en la sociedad como personas útiles, no obstante, 
esta noción ideal no se puede cumplir por distintos motivos, tales como, la 
escasa infraestructura y los alarmantes índices de hacinamiento carcelario.  
A nivel nacional, se encuentran investigaciones como las de Andrés (2019), que 
tiene como determinar si existe relación entre la institución jurídica procesal 
penal de Prisión Preventiva y los actos delictivos cometidos por funcionarios en 
el Poder Judicial con sede en Barranca entre los años 2015 y 2017. La 
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metodología utilizada es de tipo cuantitativa y de diseño correlacional; la 
población de estudio fueron 50 personas (jueces penales, fiscales, asistentes 
judiciales, asistentes fiscales, abogados, estudiantes de derecho y ciencias 
políticas del último ciclo), a quienes se les aplicó un cuestionario. Obtuvo como 
resultado que, actualmente, frente a la participación de un acto ilícito penal por 
parte de un funcionario, la sanción inmediata es la prisión preventiva. Concluye 
que, debe aplicarse las sanciones a los funcionarios que infringen las normas 
prohibitivas penales en el ejercicio de sus funciones. 
Cauper (2020), tiene como objetivo general analizar la existencia de una relación 
directa entre la medida de prisión preventiva y la dimensión de la afectación del 
principio de presunción de inocencia del sujeto inculpado escenario suscitado en 
la fiscalía de investigación preparatoria de Coronel Portillo. Este trabajo 
investigativo fue de tipo básico, nivel descriptivo correlacional, cuyo muestra de 
estudio estuvo conformada por 80 abogados, 20 internos y 20 expedientes 
judiciales. Se obtuvo como resultado que, el 60% de los abogados afirman que 
la solicitud presentada por los fiscales referente a la aplicación de la prisión 
preventiva se da como efecto surgido por los medios de información masiva y la 
presión que éstos ejercen en el sistema, el 90% a quienes se le aplicaron la 
encuesta ratifican que la cautelar transgrede la normatividad y el 67% afirman 
que los juzgadores no precisan, oportunamente,  los presupuestos necesarios 
para la adecuada  aplicación de la cautelar,; mientras que, el 75% de los internos 
indicaron que en su caso el juzgador dictó prisión preventiva, finalmente, el 87% 
de los jueces afirman respecto a la pertinente utilización de la cautelar que ésta 
es contradictoria con el derecho esencial de presumir la inocencia del 
investigado, lo que produce una consecuencia negativa para el imputado, pues 
de manera habitual se vulnera este derecho.  
Aguilar y Antonio (2018), que tienen como objetivo general analizar y obtener 
una descripción pertinente sobre la problemática que gira entorno al pertinente 
uso de la Prisión Preventiva y la manera de cómo ésta vulnera el fundamental 
derecho de toda persona al goce de su libertad. Dicha investigación utilizó una 
metodología de tipo cuantitativo y de diseño descriptivo – explicativo. La muestra 
estuvo conformada por jueces y abogados de derechos penal de la cuidad de 
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Chiclayo, a quienes se les aplicó un cuestionario debidamente validado. Obtuvo 
como resultado que, el problema de la aplicación inadecuada del mandato de 
dicha cautelar afecta el derecho esencial de toda persona a gozar de su libertad 
en los juzgados de investigación preparatoria de Chiclayo, en razón de las 
diferencias normativas y discrepancias teóricas que se relacionan casualmente 
y se explican por las imprecisiones de su uso desmedido, produciendo la grave 
transgresión del derecho fundamental a la libertad del individuo. Mediante sus 
conclusiones, mencionado estudio determina que es necesario tener en cuenta 
las suficientes pruebas en la resolución de las detenciones, por tanto, el juzgador 
con causa probable a debe establecer si existen circunstancias agravantes o 
factores determinantes de la comisión de un delito, para justificar la utilización de 
la prisión preventiva.  
Asimismo, Cabana (2015), realizó un estudio que tuvo como finalidad el 
investigar y realizar una descripción precisa sobre las consecuencias de la 
utilización en demasía de la cautelar de prisión preventiva y cómo ésta incide en 
la sobrepoblación de los penales en el Perú. La metodología utilizada fue de tipo 
descriptiva – explicativa; se tuvo como muestra material jurídico penal, siendo 
aplicada la técnica de la investigación documental. Obtuvo como resultado que, 
la utilización de la cautelar es de carácter personalísimo, cuyo fin acorde a su 
esencia, es velar por un proceso penal que se desarrolle de forma adecuada y, 
a su vez, garantizar se cumpla con una eventual imposición de pena. Concluye 
que, el hacinamiento de la población penitenciaria se ha producido por diferentes 
factores que se podría manejar de distinta forma, en consecuencia, el abuso de 
la disposición de prisión preventiva afecta en gran proporción el principio esencial 
de presumir la inocencia de aquellas personas que han sido enviadas a un 
reclusorio y se encuentran esperando la etapa de juicio oral, lo que produce una 
incidencia mayor en la sobrepoblación carcelaria.  
A nivel local, Castillo (2015) que tiene como fin disponer de qué manera la 
adhesión de la revisión de manera periódica y de oficio de la cautelar asegura el 
respeto al derecho primordial de toda persona a gozar de su libertad. La 
investigación es de tipo descriptiva y aplicada y el diseño de investigación fue 
correlacional transversal; se utilizó como técnica el análisis documental. Se 
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obtuvo como resultado que, existe un vacío normativo referente a la revisión 
oficiosa de prisión preventiva como cautelar, pues ha sido adherida en la norma 
procesal penal, estableciéndose como un instrumento jurídico válido, siendo que, 
es baja la probabilidad de cambiar la prisión preventiva cuando se cuente con 
elementos de convicción que no habían sido considerados inicialmente y que 
corroboren que ya no existen los fundamentos que determinen su imposición. 
Finalmente, concluye señalando que la carencia de utilización de la periódica 
revisión de la cautelar, cuando concurren elementos de convicción nuevos que 
produjeron su imposición, transgrede la libertad del imputado y al afecta la 
presunción de inocencia como principio fundamental, los cuales, de acuerdo 
procedimiento de transición en Latinoamérica, y su utilización en países de 
América Latina cada vez se hace más frecuente, por lo que, han incorporado 
límites temporales y la revisión de oficio.  
Con relación a las teorías relacionadas con la investigación, Teoría de la pena, 
Bacigalupo (1996) indica que, el Derecho Penal en relación con los efectos 
jurídicos, para algunos es considerado una herramienta que se encuentra al 
servicio de la justicia, mientras que otros, lo entienden como una herramienta 
que necesita servir esencialmente a la utilidad. El primer enfoque tiene relación 
con la moralidad, mientras que el otro, está vinculado con la política social.  
Tesis sustancialista, Maier (2004) señala que, resulta indiscutible que la prisión 
preventiva es una sanción punitiva anticipada. En esa línea, su aplicación exige 
tres requisitos esenciales: peligro procesal, verosimilitud en el derecho y contra 
cautela; siendo que, al analizar y contrarrestar estos requisitos esenciales, puede 
afirmarse que, el poder punitivo es ejercido a través de medidas de contención 
frente a los actos delictivos. Se refiere a un derecho punitivo de presunta 
peligrosidad, y que en referencia a ésta se brindan sanciones punitivas sin 
sentencias condenatorias formales a gran parte de la población.  
Tesis procesalista, Faustin (1853) indica en referencia a la cautelar, que ésta no 
es una pena, pues ninguna penalidad existe donde no hay culpables 
sentenciados en un juicio. Asimismo, Rodríguez (1998) determina que la prisión 
preventiva implica una cautelar que se basa en un factor supuesto de 
peligrosidad frente al indicio de que se ha cometido un acto ilícito por parte del 
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individuo. Por tanto, la finalidad de esta medida cautelar es conservar el progreso 
oportuno del proceso penal y asegurar la realización de la sanción punitiva, a su 
vez, trata de evitar un grave e irreparable menoscabo a la víctima y a la sociedad. 
Entre los enfoques conceptuales, Labarthe (2016) señala que, el mandato de 
esta cautelar  supone una cautelar coercitiva extraordinaria emitida por el juez 
de investigación preparatoria a través de resolución en un proceso que persigue 
la imposición de una sanción punitiva y que temporalmente, priva de su libertad 
al investigado, cuya finalidad es velar por  el desarrollo y la ejecución de la pena 
evitando que se presente un eventual acontecimiento de peligro de fuga y otras 
acciones que obstaculicen el proceso. 
La prisión preventiva para Cervera (2015) implica la aplicación de una cautelar 
que limita la libertad personal como derecho amparado por la constitución; es 
válida cuando se pone en peligro el logro exitoso del proceso punitivo, puede dar 
por la existencia de suficientes evidencias o la presunción razonable y fundada 
del surgimiento de obstrucción de la actividad probatoria, o debido a contar con 
los mismos elementos para impedir la ejecución de una sentencia punitiva; 
debiendo ser su compatible aplicación de subsidiariedad, proporcionalidad y 
razonabilidad como principios esenciales. Dicho de otro modo, implica una 
medida no punible, en donde el Estado tiene la responsabilidad de evitar la 
restricción de la libertad del investigado fuera de los límites permitidos por la 
normatividad con el propósito de asegurar el buen desarrollado del proceso de 
materia penal.  
Para, Roxin (2002) la disposición de dicha cautelar comprende que el investigado 
carezca de la libertad, cuyo objeto es asegurar la ejecución del proceso y la 
efectividad de la sanción punitiva. Poseen 3 objetivos esenciales: procura el 
aseguramiento de la participación  del investigado durante el proceso penal, 
procura garantizar la investigación de forma oportuna por los órganos penales, y 
procura el aseguramiento o de la ejecución penal.  
El mandato de prisión preventiva, se configura como una medida coercitiva 
gravísima dictaminada por el juez a cargo, excepcional carácter, personal, y en 
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el tiempo restringida, en donde el imputado se encuentra sujeto al proceso penal, 
limitándose o restringiéndose su libertad de movimientos, entendiendo que se 
ejecuta únicamente teniendo como objetivo el garantizar la consumación de todo 
proceso  de materia penal (De la cruz, 2007).  
En cuanto su naturaleza jurídica, Julca (2014) indica que, la aplicación de prisión 
preventiva  como cautelar es objeto de discusión, puesto que se trata de un 
asunto primario que repercute en la legitimidad como herramienta del ejercicio 
del poder penal. Desde el enfoque de la legalidad de esta medida coercitiva, 
existan dos corrientes: las sustantivas y las procesalistas. Las primeras, 
garantizan que la utilización de la cautelar coercitiva estudiada es una sanción 
preventiva, es decir una pena adelantada, pues analiza el carácter de la sanción 
punitiva y justifica su aplicación en los distintos escenarios. Mientras que, la 
segunda pretende imponer el uso de otras medidas preventivas menos 
gravosas, dentro del proceso civil y de acuerdo a la finalidad que se busca.  
En cuando a sus funciones, existen dos: función preventiva y función cautelar. 
Se hace alusión al carácter provisorio de la medida cuando se establece que 
ésta es una medida coercitiva de carácter preventivo, lo que no constituyen 
supuestos de pena anticipada o con la finalidad de prevenir que el sujeto agenta 
cometa en el futuro otros actos delictivos. Con referencia al carácter cautelar de 
la medida, se determina que la prisión preventiva se transmuta hacia un tipo 
instrumental, es decir, en relación al progreso del proceso de materia penal y la 
actuación de la sanción punitiva eventual. En esa línea, la función esencial de 
esta medida coercitiva es y ha sido servir como medida cautelar personal del 
proceso punitivo (Sánchez, 2006).  
La medida coercitiva de prisión preventiva posee un fin instrumental la ejecución 
del procedimiento penal, asegurando la asistencia del investigado y aplicando la 
pena como resultado de los conflictos penales y el establecimiento de la 
factibilidad de la pretensión penal, pues no tendrá en ningún caso, el fin de 
salvaguardar la realización de una condena futura. Por tanto, la cautelar en 
mención no debe seguir las finalidades del derecho material del área penal, es 
decir, no debe adjudicarse una función preventiva que se encuentra reservada a 
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la pena, sino un fin eminentemente procesal, en donde se tenga la certeza que 
el investigado intentará evitar el accionar de la justicia (Avalos, 2013).  
En relación con las características de la prisión preventiva, Chirinos (2016) 
señala a: la instrumentalidad, el mandato de prisión preventiva no determina una 
finalidad en sí misma, pues tiene como objetivo impedir el peligro de fuga del 
investigado y ejecutar la pena; provisionalidad, esta medida coercitiva no es 
permanente, si no tiene carácter temporal; Jurisdiccionalidad, implica que el 
dictamen de prisión preventiva es facultad propia de los juzgadores capacitados 
y que son miembros de la administración de justicia; legalidad, significa el 
dictamen de la cautelar debe hacerse acorde a la norma constitucional, los 
tratados internacionales y la legislación nacional; proporcionalidad, esta medida 
cautelar depende del proceso penal y de su extinción a través de una sentencia 
firme; revocabilidad, puede sufrir alteraciones y modificaciones siempre y cuando 
no se vulneren los fundamentos de su imposición; excepcionalidad, tiene 
carácter esencialmente extraordinario, lo que concluye una medida 
estrictamente ponderada.  
Sumarriva (2002) refiere como requisitos materiales: pruebas suficientes sobre 
el hecho ilícito y la vinculación con el sujeto agente (fumus boni iuris); la 
resolución que dispone la detención preventiva debe encontrarse oportunamente 
fundamentada de hecho como de derecho, se debe contar con elementos 
necesarios para la probanza de la comisión de un hecho ilícito y la relación con 
el sujeto agente; Pena probable (prognosis de pena), el juzgador tiene la 
obligación de ejecutar el cálculo de posibilidades o establecimiento de la pena 
que podría tener el investigado; asimismo, debe probar alta probabilidad de 
peligro de fuga valorando la radicación del investigado, su domicilio, lazos 
familiares, profesión, entre otros.  
Como requisitos formales para su aplicabilidad que requieren: Judicialidad, el 
juzgador es el único que puede disponer la detención preventiva; motivación, 
debe establecerse en el auto los motivos que justifican su aplicabilidad; y 
finalmente, identificación, el mandato de prisión preventiva debe tener los datos 
de la identidad del autor, con el objetivo de  eludir dificultades por casos de 
homonimia que se presentan de manera muy frecuente en la actualidad.  
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En cuanto a los principios que guardan una vinculación con la utilización de la 
cautelar se tiene: principio de legalidad, se puede despojar temporalmente el 
derecho a la libertad de un individuo, sólo en aquellos casos previstos en la 
legislación, y cuando se presenten elementos suficientes y justificados de 
convicción que asegure en  un hecho ilícito la intervención del inculpado, pues 
la ley respalda a cada ciudadano detenido; principio de Jurisdiccionalidad, para 
que la prisión preventiva sea declare fundada, debe ser concedida por ente 
administrador de justicia competente en un proceso penal y mediante una 
resolución oportunamente fundamentada; principio referido a la excepcionalidad, 
el mandato de la cautelar será aplicable de forma extraordinaria en aquellos 
procesos que resulte obligatoria con el objetivo de velar por el cumplimento de 
los fines de todo proceso de material penal, es decir, la participación del 
investigado quien presuntamente es el responsable de efectuar el delito, este 
principio va acompañado del principio de necesidad.  
También, el principio de Provisionalidad, implica una medida con carácter 
temporal, y no una condena adelantada o prisión permanente, el decir, sólo se 
usa para el aseguramiento de la asistencia del investigado y los actos de 
investigación; y finalmente, el principio de proporcionalidad, es explicado de 
conformidad con la utilización de la cautelar y el derecho de salvaguardar, 
asimismo, como medida ante el riesgo que se desea eludir y la sanción punitiva 
que en determinado momento conlleve a la aplicación de tal al investigado 
(Guardia, 2012).  
Según Arbulu (2017) en referencia a los presupuestos de la cautelar, determina 
la: Existencia de elementos suficientes y pertinentes de convicción debidamente 
fundamentados y con carácter de gravedad; narran el suceso ilegal que es 
materia de investigación y, además, en la mencionada se tuvo que hallar indicios 
que vinculen al acusado con los acontecimientos, materia del procedimiento 
penal; La prognosis de la sentencia; debe haber señales que fundamenten la 
elevada posibilidad de responsabilidad. Sin embargo, no se refiere a la sentencia 
abstracta, por el contrario incurre en una sentencia tentativa estimando las 
causales de mitigación y agravamiento en la circunstancia en específico; Peligro 
procesal; es una de las suposiciones más relevante y tiene que sustentarse de 
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modo objetivo, puesto que puede presentarse lo antes mencionado, sin 
embargo, si este no se presentara entonces la exigencia del fiscal no podría 
fundarse; Peligro de fuga, se requiere del acusado para lograr continuar de modo 
solícito con el procedimiento por ello se tendrá que especificar bajo qué 
circunstancias este incurriría en huir; y, Peligro de obstaculización, para 
argumentar este riesgo se debe reconocer las señales que se intentan asegurar 
no solamente dar lectura a la norma acerca de que es el riesgo de 
obstaculización probatorio sino indicar cuales son los componentes probatorios 
que se desean resguardar y reconocer el modo o la actuación del acusado que 
se desea eludir con la medida, lo que ocasionará que la argumentación sea 
verdadera y objetiva.  
Por otro lado, en cuanto a las teorías sobre corrupción funcionarios se tiene: 
Teoría de la infracción del deber, establece que a toda persona se le acuña la 
responsabilidad por su propia conducta, mientras no se presenten defectos en 
su conducción, implica, por lo tanto, el dominio respecto del movimiento corporal 
propio que es argumento de la consecuencia. Este dominio respecto del propio 
comportamiento implica el punto inicial referido a la noción de la autoría 
inmediata o directa en cada uno de los códigos penales (Schünemann, 2006). 
Teoría institucional, Levy y Shweers (2005) señalan que, la debilidad o carencia 
de las organizaciones concede incentivos u oportunidades para un 
comportamiento corruptivo. Asimismo, desarrolla entre los servidores públicos 
intereses particulares contrarios a los deberes de la comunidad.  
En referencia al concepto de corrupción de funcionarios, Para Curich, Vásquez, 
y Pachas (2016) implica el abuso del poder encargado para la obtención de 
ventajas individuales, de índole económica u otra, que transgrede la ley 
causando daño a los intereses generales o de carácter estatal.  
Herrera (2006) citado por el Programa de Desarrollo de las Naciones Unidas – 
PNUD (2003) manifiesta sobre la acción corruptiva la implicancia de la mala 
utilización de los poderes estatales, cargos o autoridades para ventajas de índole 
privado a través del soborno, la extorsión, el nepotismo, la malversación de 
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fondos, el fraude, la extracción de dinero para la agilización de trámites o el 
tráfico de influencias.  
Así también, la corrupción comprende actuaciones realizadas por funcionarios 
públicos que utilizan su posición para finalidades propias, o bien por pedido de 
otros, el objeto de conseguir ventajas propias o a favor de terceros. Así tenemos 
como acciones corruptas al pedido, recibo de soborno, oferta, consideraciones 
clandestinas o comisiones, uso inapropiado de información o bienes, extorsión, 
y tráfico de influencias (Herrera, 2006).  
Chorres y Valverde (2017) indican que, la noción de servidor o funcionario 
público, propia del derecho administrativo, se encuentra en relación del individuo 
perteneciente al sistema estatal de modo voluntario y permanente. El servidor o 
funcionario público es todo individuo perteneciente al Gobierno o a cualquier 
organización estatal, en donde presta sus servicios a través de un régimen de 
derecho estatal. Esta pertenencia se encuentra sometida a las llamadas 
legislaciones básicas  en de la carrera administrativa.  
En relación con los defectos que produce la corrupción de funcionarios se tiene: 
la deshonestidad, que se encuentra vinculada, pues todas las personas 
corruptas convenciones, tiene tratarán de ocultar la verdad y operarán 
transgrediendo la ley y los valores, a través de actos que perjudican a los más 
necesitados, los cuales observan cómo sus funcionarios o gobernantes se 
enriquecen a costa de dichos hechos, esto genera la pérdida de la legitimidad 
del sistema estatal, produciendo problemáticas a nivel del gobierno. Es preciso 
indicar que, la corrupción es un suceso que convierte a un Estado en ilegítimo, 
se transforma en el más grave mal que conlleva a la carencia de credibilidad de 
los Estados, pues con la corrupción no existe transparencia, se afecta el respeto 
pleno a la sociedad, y se extiende el robo y desvió de los fondos estatales 
(Morillo, 2009).  
En cuantos a los actos delictivos relacionados con la actuación de corrupción 
cometidos por funcionarios se tiene: Cohecho, implica aceptar una ventaja no 
debida con la finalidad de realizar una acción que transgreda las funciones del 
sujeto agente. Mendoza (2011) señala que, el soborno empieza con la entrega 
19 
de una pequeña ventaja económica que pretende impedir una contravención 
simple de carácter policial hasta el ofrecimiento de sumas exorbitantes de dinero 
para evitar el pago de los impuestos. Según (Vásquez, 2014) este 
comportamiento menoscaba el bien jurídico que refiere una adecua actuación de 
la administración estatal, tal como señala la doctrina actual y mayoritaria. 
Asimismo, la doctrina admite la afectación de forma inmediata de otros bienes 
jurídicos como la carencia de prejuicios del ejercicio de la función estatal, el 
conocimiento público de la función del Estado, y el ejercicio con plena legalidad 
de la función estatal.  
Negociación incompatible o indebido aprovechamiento de cargo, Siccha (2016) 
manifiesta que, este acto delictivo se lleva a cabo toda vez que el servidor o 
empleado público, está interesado o inclinado de modo individual, directo, 
indirecto, o por actuaciones simuladas de cualquier operación o contrato que 
ejecutan los terceros con el Gobierno. Este hecho ilícito se configura en el 
artículo 399 del Código Penal, en donde se prescribe que, el servidor o 
funcionario público que ilegalmente, de modo directo o indirecto, o por actuación 
simulada, se encuentra interesado, para beneficio propio o en favor de terceros, 
por cualquier operación o contrato en donde intervenga a razón de su cargo, se 
le impondrá una pena privativa de libertad que oscilará entre los cuatro y seis 
años, asimismo, se determinará la inhabilitación en conformidad con el numeral 
1 y 2 del artículo 36 del Código Penal con una multa de ciento ochenta a 
trescientos sesenta y cinco días  (Código Penal , 2020). 
Tráfico de influencias, referido en el artículo 400 de la norma penal prescribe que 
aquel sujeto que tenga influencias reales o simuladas, y reciba u ofrezca para 
beneficio propio o favor de cualquier otro, así como realice la acción de prometer, 
donar o brindar algún otro beneficio, ofreciendo la intersección ante un 
funcionario o servidor público que conozca o conocerá,  se le aplicará una 
sanción punitiva consistente en la pena privativa de libertad consistente entre 
cuatro a 6 años, asimismo, se le inhabilitará, siempre que corresponda, en 
conformidad a los incisos 2, 3, 4 y 8 del artículo 36; y con días-multa consistente 
en ciento ochenta a trescientos sesenta (Código Penal , 2020).  
20 
 
Enriquecimiento ilícito, este ilícito hecho está prescrito en el artículo 401 de la 
norma sustantiva de materia penal, y procede en casos donde el servidor o 
funcionario público, aprovechando de su posición, aumenta su patrimonio de 
formar ilegal en relación con sus ganancias económicas legítimos y reales. De 
conformidad con la norma, se estima que existen indicios de enriquecimiento 
ilícito toda vez que el acrecentamiento de los ingresos económicos personales o 
del patrimonio del servidor o funcionario estatal, en relación con la declaración 
jurada en referencia a las rentas y bienes, resulta claramente excedido al que 
comúnmente ha poseído en relación a sus emolumentos,  sueldos recaudados y 
de los aumentos de sus ingresos o capital, o por cualquier otro motivo lícito 
(Código Penal, 2020) 
Para Vásquez (2014) respecto de la base de un aumento patrimonial no 
justificado, se implanta un hecho delictivo de sospecha en donde se sanciona el 
hecho de enriquecerse, invirtiendo la carga de la prueba, en otras palabras, el 
investigado tiene la obligación de justificar que el enriquecimiento proviene de un 
origen lícito, bajo el supuesto de que el servidor o funcionario público se haya 
lucrado ejecutando otros hechos ilícitos contra la administración estatal.  
Concusión; para Gómez (2011) implica un tipo de extorsión ejecutada por el 
encargado de recaudar impuestos que, bajo su cargo, empele al administrado a 
desembolsar determina suma de valor pecuniario bajo amenaza de aplicar todo 
el peso legislativo impositivo. Según Sánchez (2015) la concusión es una 
tipología especial de abuso del cargo, que se encuentra orientada a conseguir 
ilícitamente bienes o beneficios patrimoniales a través de la utilización de la 
coacción y del convencimiento, teniendo medios que facilitan la consumación 
ilícita del delito.  
Peculado, implica la utilización en propio provecho de los bienes estatales, la 
retención de bienes ajenos, que por equivocación se encuentra en posesión de 
los empleados públicos, la utilización de equipos y materiales en el trabajo 
distinto al fin de la compra, las pérdidas de bienes públicos, entre otros, son 
actuaciones que tienen los componentes necesarios para constituir el delito de 
peculado (Mendoza, 2011). 
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Sánchez (2015) indica que, el delito de peculado implica una retención no debida 
y calificada, derivada del abuso perpetuado por un funcionario público contra el 
Estado, como guardián o propietario de algunos bienes, y ejerciendo atropellos 
en su función. Núñez (2014) señala que el objeto del peculado no se encuentra 
en las particularidades sometidas a peligros extraños a las finalidades del tesoro 
público, pues la criminalidad de todo hecho ilícito no se encuentra fundamentada 
en la razón objetiva de la carencia de este tipo de  peligros, si no está en la razón 
subjetiva-objetiva de la transgresión de la protección de los bienes de los cuales 
dispone la administración pública. 
Colusión, Siccha (2016) refiere que este delito, es un acuerdo o culto que se 
produce entre distintos sujetos para lograr de forma ilícita una ventaja en 
perjuicio del Estado. Asimismo, implica un medio muy usual en el Perú, aunque 
de gran dificultad para probar los hechos. Bajo este supuesto, el bien jurídico 
amparado es la protección de la condición de transparencia, imparcialidad de las 
contrataciones públicas, y el trato igualitario y justo a los probables 
consignatarios del Estado, los mismos que representan principios esenciales que 
forman parte de la contratación pública.  
La normativa peruana en materia penal, en el artículo 384 prescribe que todo  
servidor o funcionario público que directa o indirectamente interviene, 
aprovechándose de la investidura de su posición, en alguna etapa de las distintas 
modalidades de contratar con el Estado en referencia al manejo de obras, 
bienes, concesiones, servicios o cualquier operación a cargo de la 
administración pública, conviene con los actores para timar a alguna entidad, 
organización o al Estado mismo, la ley indica que éste será privado de su libertad 
por a través de una resolución condenatoria, dicha pena oscila entre los tres y 
seis años, asimismo, la inhabilitación en conformidad a los incisos 1, 2 y 8 del 






3.1. Tipo y diseño de investigación
Tipo de investigación
Por su finalidad, la investigación es de tipo aplicada, concede la utilización de los
discernimientos en la realidad con la finalidad de usarlos en provecho de la
comunidad. De acuerdo con Padrón (2006) este tipo de estudio busca la
resolución de problemáticas que ocurre en la vida habitual o el control de
circunstancias prácticas, ejecutando dos diferencias: la que posee un esfuerzo
sistemático y socializado en la solución de problemas o para incluirse en
escenarios determinados; y la que se encarga de examinar solo las
investigaciones en donde se aprovechan bases teóricas previas validadas para
la resolución de inconvenientes prácticos y controlar los escenarios diarios.
Por su alcance es explicativa; se realiza con la finalidad de investigar de modo
puntual un suceso que no se había estudiado con anterioridad, o que no había
sido explicado previamente. Tiene como intención otorgar detalles donde existan
buenas cantidades de información.
Por su enfoque es cualitativa; en este tipo de investigación se interioriza una
realidad dinámica, compuesta y subjetiva por la multiplicidad de escenarios. El
enfoque de la investigación cualitativa privilegia el análisis de reflexivo y profundo
de las mociones subjetivas e inter subjetivas que son parte de los contextos
estudiados.
Diseño de investigación
El diseño de la investigación es fenomenológico; estos diseños intentando
entender y describir los sucesos desde la experiencia de los participantes y
desde el enfoque de construcción colectivo. Este diseño está basado en el
examen de temas y discursos, así como, busca probables nociones en donde el
investigador contextualiza su realidad vivida en términos de tiempo, espacio,
oralidad y escenario correlacional (Hernández, et. al, 2006).
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3.2. Categorías, Subcategorías y matriz de categorización   
 
Categorías 
- Presupuestos materiales 
- Principios fundamentales  
- Derecho a la igualdad ante la Ley  
- Defensa de la sociedad 
Subcategorías 
- Elementos de convicción 
- Prognosis de pena 
- Peligro procesal  
- Juicio de ponderación 
- Función de pertinencia  
- Medios alternativos  
- Condición del imputado  
- Contravención del proceso  
- Función tuitiva  
- Fin supremo de la sociedad 
- Estado de defensa 
- Protección de la sociedad y del Estado 
Matriz de categorización apriorística (Anexo 3) 
3.3. Escenario de estudio 
El escenario de estudio es el Derecho penal en el Perú, implica un grupo de 
normas jurídicas determinadas por los legisladores, que relacionan al delito 
como hecho, y legitimando a la pena como consecuencia. Es decir, es un grupo 
de normas jurídicas estatales que tipifican la facultad penal asociada a hechos 
estrictamente establecidos por la legislación y que tiene como presupuesto la 
pena, con la finalidad de brindar protección a los bienes jurídicos fundamentales 
que posee el individuo y la sociedad. El derecho penal es el inventor del poder 
punitivo estatal, que implica un poder, sometido algunas limitaciones y que 
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representa en la actualidad la más poderosa autorización coactiva contra las 
personas que cometen delitos. 
3.4. Participantes 
Los participantes de esta investigación serán las resoluciones judiciales de 
prisión preventiva en casos de delitos de corrupción de funcionarios, en la 
modalidad de colusión; así como, los abogados especialistas en Derecho Penal 
de la cuidad de Huaraz, a quienes se les hará una entrevista para obtener sus 
conocimientos respecto del tema de investigación. 
3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
La entrevista: implica una técnica encaminada a tener contacto directo con los 
individuos que proporcionarán información, en este estudio con los abogados 
especialistas en Derecho Penal de la ciudad de Huaraz; la entrevista puede 
establecerse en un cuestionario flexible que tiene como finalidad obtener 
información abierta y espontánea. De acuerdo con Díaz, Martínez y Valera 
(2013), la entrevista resulta más eficiente que el cuestionario, pues concede 
información más profunda y completa, asimismo, presenta la probabilidad de 
esclarecer incertidumbres durante el proceso de investigación, consiguiendo 
respuestas más útiles.  
Análisis documental: implica una operación intelectual que produce un 
documento secundario o subproducto que opera como instrumento de búsqueda 
para la obtención de información. Constituye un instrumento útil y necesario en 
el análisis textual, pues concede realizar valoraciones e injerencias cualitativas 
de las categorías analizadas. En esta investigación permitió el análisis y 
discernimiento del material jurídico sobre el tema en estudio.  
Instrumentos
Guía de entrevista: precisa González (2009), que es un instrumento más 
comunicativo establecido a través de un cuestionario o guía entre el participante 
y el investigador con la finalidad de conseguir respuestas a las preguntas 
propuestas sobre tema estudiado. Es un cuestionario previo determinado por el 
investigador con el cual se quieren conocer lo que opinan, realizan o plantean a 
través de la utilización de preguntas abiertas o cerradas. En esta guía, se 
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utilizaron preguntas abiertas debidamente estructuradas en relación a los 
objetivos y categorías propuestas.  
Guía de análisis documental; concede la ordenación y clasificación de los 
datos examinados que incluyen críticas de observaciones para facilitar la 
redacción de la información conseguida (Tamayo, 1991). En esta investigación 
se usó para extraer información del material jurídico sobre el tema estudiado.  
3.6. Procedimiento 
Para la realización de esta investigación se desarrollaron las siguientes 
actividades:  
- Para el acceso a la información, en primera instancia se buscó material jurídico 
acerca de la prisión preventiva en casos de delitos de corrupción de funcionarios. 
Luego se coordinó con participantes a nivel teórico y experimental, a quienes se 
les presentó una carta de consentimiento informado para que participen del 
presente estudio, con la finalidad de garantizar su participación voluntaria en la 
aplicación del instrumento, el cual fue en validado debidamente por juicio de 
expertos.  
- Se obtuvo la información pertinente acerca de los objetivos y categorías 
planteadas mediante la aplicación de la guía de entrevista y guía de análisis 
documental, efectuada tanto a los participantes como al material jurídico 
referente de tema.  
- Para el análisis de la información, se estudiaron y examinaron las respuestas 
conseguidas con la aplicación de los instrumentos, posteriormente se realizó la 
clasificación de la información más relevante en relación con los objetivos 
planteados, y finalmente se realizó el planteamiento de los resultados a partir de 
tablas matrices explicativas.  
3.7. Rigor científico  
 
Son aquellas reconstrucciones teóricas que buscan dar coherencia a las 
interpretaciones de la información. Es semejante a la confiabilidad en los 
estudios cuantitativos, y emplea la dependencia o consistencia lógica, la 
credibilidad, confirmabilidad y la transferibilidad (Hernández, et al., 2010). 
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₋ Credibilidad o validez interna de la información: implica la certeza de la 
información recogida para entender y trasmitir amplia y profundamente las 
experiencias, nociones y significados de la información (Hernández, et al., 
2010). En esta investigación la certeza se encuentra en torno a la información 
teórica, así como en el análisis de las entrevistas.   
₋ La transferibilidad o validez externa, es lograda mediante los distintos 
procesos de muestreo cualitativo que abordan las circunstancias de la 
selección de escenarios, casos, significados y práctica de la investigación 
cualitativa. La elección de los participantes, interacciones y episodios son 
conducidos por un plan conceptual, siendo que, para llegar al constructo es 
necesario revisar sus distintos aspectos en diversos momentos, lugares y 
personas (Valles, 1997, p. 96).  
₋ Confirmabilidad; implica la objetividad y trascendentabilidad de una 
investigación, es decir, la demostración mínima de las tendencias y enfoques 
de los investigadores, tratando de reducir la interpretación personal en exceso 
del investigador (Ruiz, 2012).  
3.8. Métodos de análisis de datos 
- Método inductivo: se usó el discernimiento para la obtención de conclusiones 
particulares válidas con la finalidad de llegar a conclusiones generales. En este 
estudio, se realizó un procedimiento de sistematización a partir de resultados 
particulares para obtener relaciones generales que fundamenten la 
investigación.  
- Método analítico – sintético: se encarga de estudiar los hechos en relación a la 
descomposición del tema estudiado para analizarlos de forma individual, y 
posteriormente integrar las partes para analizarlas de forma integral. En esta 
investigación se realizó una descomposición en categorías, de tal manera que 
permita obtener una síntesis general del tema propuesto. 
- Método exegético; se aplicaron los componentes literales, lógico-semánticos y 
extensivos. Su interpretación se realizó conforme a la letra de la ley, sentido 
exacto y propio; es decir interpretación Estrictu sensu, pues, esta forma de 
interpretar es utilizada cuando las palabras tienen un solo significado en la 
norma como algo perfecto y estático. 
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- Hermenéutico – dialéctico: está basada en la vinculación de la dialéctica de la
explicación, entendimiento e interpretación, que permita la penetración de la
esencia de los hechos y procesos que ocurren en la naturaleza, en la sociedad
y en el pensamiento, ofreciendo una perspectiva e instrumento metodológico
para su interpretación.
- Método de análisis de contenido: permitió el análisis de los actos comunicativos
orales y escritos de modo objetivo, coherente y sistemático, con la finalidad de
comprender su contenido, describiendo tendencias, comparándolas, evaluando
su claridad, identificando las intenciones, de cifrando los mensajes ocultos y
reflejando creencias o actitudes de las personas.
3.9. Aspectos Éticos 
Por el carácter científico de este estudio, se tienen en consideración las 
consideraciones éticas que se precisan a continuación: 
- Confidencialidad: Las informaciones que se obtendrán no serán develadas,
divulgadas ni usadas para otros fines que no sean los académicos.
- Consentimiento informativo: la finalidad es consentir el uso de la información,
por lo que, se requerirá la autorización correspondiente a los participantes.
- Libertad participativa: estará orientada a la intervención de los anticipantes,
sin ser coaccionados y solamente motivados por la relevancia del estudio
investigativo.
- Anonimato informativo: Se tomará en cuenta desde el inicio del estudio
investigativo.
- Valor social o científico; el estudio plantea una intervención que lleve a una
mejor aplicación de la prisión preventiva en los casos de corrupción de
funcionarios.
- Proporción favorable del riesgo-beneficio; la investigación con las personas
implica considerables riesgos y beneficios cuya proporción, por lo menos al
principio, puede ser incierta.
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN
4.1. Sujeto de investigación
El sujeto de investigación (05 personas), es un profesional del derecho y
especialista en Derecho Penal, con mucha experiencia en el tema de estudio.
4.2. Categorización y subcategorización de las entrevistas
Se realizó el análisis de los datos cualitativos, luego de obtenida la información
como resultado de las interacciones y situaciones recogidas durante la
entrevista con los especialistas. Este proceso de sistematización lógica y
coherente de los hallazgos encontrados, permite un mejor desarrollo de la
investigación, así como obtener conclusiones más oportunas.
Tabla 1 
Categorías y subcategorías de dos abogados 
Categorías Preguntas Respuestas de abogados Frases codificadas Sub categoría 
Presupuestos 
materiales 
¿Qué elementos de 
convicción deberá satisfacer y 
esgrimir el fiscal si requiriera la 
prisión preventiva judicial 
contra el investigado por 
corrupción de funcionarios? 
El análisis de los indicios que son razonables sobre la criminalidad en la fase de 
investigación, por sí sola, no tienen ningún el fundamento necesario para 
establecer la presunción de culpabilidad del inculpado, sino que, estos indicios 
solo implican la existencia de circunstancias que conlleven a determinar el 
problema de la comisión de un acto delictivo por el eventual destinatario de la 
medida. 
(…) establecer la presunción de 
culpabilidad del inculpado (…) 
(..)solo implican la existencia de 
circunstancias que conlleven a 
determinar el problema de la 
comisión de un acto delictivo (…) 
Elementos de 
convicción 
Lo mencionado abarca el hecho que deben hallarse suficientes indicios facticos 
de la acción criminal, que determinen una relación directa con el investigado, 
pudiendo ser a título de autoría o también, algún otro grado de participación en el 
acto delictivo; asimismo, tal accionar puede ser doloso o culposo en su 
caracterización subjetiva; se deduce que están comprendidos, también, los delitos 
preterintencionales, aun cuando no se especifique de lege lata.  
deben hallarse suficientes 
indicios facticos de la acción 
criminal, que determinen una 
relación directa con el 
investigado 
¿Cuál cree usted que es la 
importancia de la prognosis de 
la pena en la prisión 
preventiva en los casos de 
corrupción de funcionarios? 
En referencia a la interrogante, la cautelar se encuentra condicionada a la 
conminación de carácter legal, de forma abstracta, por tanto, se lleva a cabo una 
prognosis de pena, donde no es suficiente que la pena sea superior a los cuatros 
años estipulados como presupuesto, pues la determinación de tal medida está 
sujeta a un conjunto de variables, en las que encontramos las circunstancias 
concomitantes a la realización del hecho punible. 
(…) no es suficiente que la pena 
sea superior a los cuatros años 
estipulados como presupuesto, 
pues la determinación de tal 
medida está sujeta a un conjunto 
de variables, (…) Prognosis de 
pena Debemos considerar que nos encontramos ante un presupuesto relevante 
relacionado al ámbito de suficiencia probatoria, para que, en base a esto, el juez 
encargado del proceso se proyecte, que es muy probable, la resolución del caso 
concreto, a fututo, obtenga una resolución condenatoria. La proyección de la 
probable pena debe ser resultado la acción probatoria suficiente y pertinente, de 
lo contrario estaríamos sujetos a un requisito puramente formal. 
La proyección de la probable 
pena debe ser resultado la acción 
probatoria suficiente y pertinente 
(…).  
¿Cómo se sustenta la 
existencia del peligro procesal 
y la necesidad de cautela en la 
prisión preventiva por delitos 
de corrupción de funcionarios? 
El verdadero sustento de la cautelar lo constituye el hecho que sea evidente que 
el investigado, a causa de sus antecedentes y otras circunstancias, haciendo uso 
de la razonabilidad de la medida se determinará que éste tratará de eludir a la 
justicia, dígase del peligro de fuga o, también, por medio de la obstaculización en 
el trabajo de averiguar la verdad del caso concreto.  
(…) lo constituye el hecho que 
sea evidente que el investigado, 
a causa de sus antecedentes y 
otras circunstancias (…) 
(…) éste tratará de eludir a la 
justicia, dígase del peligro de fuga 
o, también, por medio de la 
obstaculización en el trabajo de 





El peligro procesal debe estar fundamentado en situaciones objetivas y ciertas del 
caso concreto. Es primordial realizar un análisis sobre la probabilidad de 
obstaculizar el proceso o de la fuga. 
(…) análisis sobre la probabilidad 





¿El juicio de ponderación 
sobre el peligro de fuga o 
sustracción de la acción de la 
justicia en la prisión preventiva 
debe ser conforme al 
momento y progreso de la 
investigación? Explique. 
Sí, en esta clase de juicios no hay lugar para la especulación ni lo abstracto, sino 
que existe un riesgo concreto, el cual debe ser de gravedad y suficiente para 
justificar la fuga del inculpado, y así imponer razonablemente la prisión preventiva. 
(…) debe ser de gravedad y 
suficiente para justificar la fuga 
del inculpado, (…) 
Juicio de 
ponderación 
Por mi parte puedo agregar que siempre se deben considerar las reglas de la 
lógica jurídica, ciencia y máximas de la experiencia establecidas en el inciso 1) del 
Código Procesal Penal. Por tanto, se debe posibilitar un procedimiento en 
presencia del imputado con oportunidad de averiguar la verdad y la imposición de 
las consecuencias penales 
(…) se deben considerar las 
reglas de la lógica jurídica, 
ciencia y máximas de la 
experiencia (…) 
¿Justificar la aplicación la 
prisión preventiva en función 
de pertinencia y ponderación 
de principios aporta 
razonabilidad a la vulneración 
del derecho a la libertad? 
Explique. 
la prisión preventiva, como medida cautelar y no punitiva, debe obedecer a los 
principios de legalidad, presunción de inocencia, necesidad y proporcionalidad, en 
la medida estrictamente necesaria en una sociedad democrática, que sólo podrá 
proceder de acuerdo con los límites estrictamente necesarios para asegurar que 
no se impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones ni se eludirá la acción 
de la justicia.  
(…) debe obedecer a los 
principios de legalidad, 
presunción de inocencia, 
necesidad y proporcionalidad (…) Función de 
pertinencia 
El principio de proporcionalidad en un Estado democrático de Derecho, constituye 
un método de contención a la imposición irracional de la cautelar, pues pretende 
reducir los márgenes de “irracionalidad” y de violenta injerencia procesal sobre la 
libertad de un investigado, a quien se presume inocente. 
(…) el principio de 
proporcionalidad constituye un 
método de contención a la 
imposición irracional de la 
cautelar (…) 
¿Por qué la expedición del 
mandato de prisión preventiva 
debe ser excepcional, es 
decir, siempre que no existan 
otros medios alternativos de 
imposición? 
La cautelar impuesta a las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser 
considerada como regla general. De esta forma, se ha impuesto que cuando se 
elaboren reglas procesales particulares vinculadas con medidas cautelares, en su 
política, vaya encita la libertad como regla general, cuidando en todo momento no 
transgredir todas y cada una de las previsiones constitucionales que en efecto se 
han dispuesto, es decir imponerlas únicamente cuando no exista otro medio 
menos grave para asegurar los fines a los que apunta esta medida. 
(…) se ha impuesto que cuando 
se elaboren reglas procesales 
particulares vinculadas con 
medidas cautelares (…) 
Medios 
alternativos Lo emblemático gira en torno a dos puntos muy importantes: el primero, 
relacionado al procesamiento debido a un alto funcionario del sistema de justicia 
y, el segundo, ligado al uso de la prisión preventiva como regla y no como 
excepción. Y, es que respecto a este último punto una de las medidas coercitivas 
más recurrentes en nuestro país para el aseguramiento de los involucrados en los 
procesos penales por hechos de corrupción de alto nivel ha sido la prisión 
preventiva. 
(…) aseguramiento de los 
involucrados en los procesos 
penales por hechos de 
corrupción (…) 
Derecho a la 
igualdad ante 
la Ley 
¿De qué manera la imposición 
de la prisión preventiva por la 
condición de los investigados 
deslegitima su fin y el principio 
constitucional de igualdad 
ante la Ley?  
En la actualidad, se puede observar que la doctrina y la jurisprudencia centran sus 
cuestionamientos en el análisis de los requisitos de esta medida tomando como 
parangón a la libertad como regla y la prisión preventiva como excepción, discutir 
su imposición por la condición de los investigados deslegitima su fin y el principio 
constitucional de igualdad ante la Ley de los ciudadanos que recurren a un sistema 
de justicia eficaz y con garantías. 
(…) discutir su imposición por la 
condición de los investigados 
deslegitima su fin y el principio 
constitucional de igualdad ante la 
Ley de los ciudadanos que 
recurren a un sistema de justicia 
eficaz y con garantías. 
Condición del 
imputado 
la lucha anticorrupción debe realizarse en el marco de la Constitución, esto es, sin 
atentar contra los derechos fundamentales de las personas; Queda claro, 
entonces, que el uso “excesivo” y “abusivo” de la prisión preventiva por parte de 
jueces y fiscales peruanos pone en evidencia una reforma procesal meramente 
(…) el uso “excesivo” y “abusivo” 
de la prisión preventiva por parte 
de jueces y fiscales peruanos 
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nominal, con la pervivencia de un fuerte autoritarismo inquisitivo, que se traduce 
en la desnaturalización de la finalidad de la medida. 
pone en evidencia una reforma 
procesal meramente nominal (…) 
¿Considera que la prisión 
preventiva contraviene el 
proceso garantista y 
contradictorio que 
actualmente promueve el 
Código Procesal Penal, por lo 
que en muchos casos se 
contraviene su protección 
penal? Explique 
La utilización en demasía  de la cautelar ha devenido en un problema estructural 
inaceptable en una sociedad democrática que respeta el derecho de toda persona 
a que se presuma su inocencia y representa una práctica contraria a la esencia 
misma del estado de derecho y a los valores que inspiran a una sociedad 
democrática.  
(…) representa una práctica 
contraria a la esencia misma del 
estado de derecho y a los valores 




La mencionada cautelar no está teniendo un uso racional, y ello porque su 
aplicación dejó de basarse en los presupuestos prescritos en el artículo 268 del 
nuevo Código Procesal Penal, aun cuando nos encontrarnos ante un Sistema 
Acusatorio Contradictorio, donde reinan los principios de oralidad, inmediación, 
contradicción y publicidad.  
(…) no está teniendo un uso 
racional, y ello porque su 
aplicación dejó de basarse en los 
presupuestos prescritos en el 
artículo 268 del nuevo Código 
Procesal Penal (…) 
¿Los jueces antes de otorgar 
la prisión preventiva a 
funcionarios públicos deben 
evaluar todos los parámetros 
de dicha medida, aplicando 
una función tuitiva al proceso? 
Explique. 
Las autoridades judiciales son las que deben acreditar la concurrencia de las 
condiciones establecidas en la ley, incluyendo los valores morales demostrados 
por la persona, su ocupación, bienes que posee, vínculos familiares y otros que le 
mantendrían en el país, además de una posible sentencia prolongada. En 
consecuencia, si los magistrados que entienden en la causa no tienen la 
posibilidad de demostrar que existe suficiente evidencia de una eventual intención 
de fuga u ocultamiento, la prisión preventiva se vuelve injustificada. 
(…) deben acreditar la 
concurrencia de las condiciones 
establecidas en la ley, incluyendo 
los valores morales demostrados 
por la persona, su ocupación, 
bienes que posee, vínculos 
familiares y otros que le 
mantendrían en el país, además 
de una posible sentencia 
prolongada (…) 
Función tuitiva 
En la Prisión Preventiva la motivación debe ser plenamente cualificada y muy bien 
fundamentada. En ese sentido, el Tribunal Constitucional ha dejado sentado que 
en aquellos casos donde se restringen derechos fundamentales, la motivación 
debe ser superior. 
(…) la motivación debe ser 
plenamente cualificada y muy 
bien fundamentada. (…) 
Defensa de la 
sociedad 
¿De qué manera el 
requerimiento de prisión 
preventiva solicitado por el 
Fiscal por los presuntos delitos 
de corrupción de funcionarios 
atenta contra el fin supremo de 
la sociedad? 
Si lo que se busca es que uso satisfaga demandas sociales en referencia a la 
seguridad social, mitigar la alarma, evitar la reincidencia delictiva, anticipar una 
pena o impulsar el desarrollo de la instrucción; carece de justificación en un Estado 
Democrático de derecho, cualquier función que se aleje de una noción 
estrictamente procesal cautelar, es ilegítima. En ese mismo sentido, también será 
contraria a la Constitución, la aplicación de una prisión preventiva automática u 
obligatoria, o su adopción sin la concurrencia de concretos motivos que la 
justifiquen en el caso concreto. 
Si lo que se busca es que uso 
satisfaga demandas sociales en 
referencia a la seguridad social, 
mitigar la alarma, evitar la 
reincidencia delictiva, anticipar 
una pena o impulsar el desarrollo 
de la instrucción; carece de 
justificación en un Estado 
Democrático de derecho, (…) 
(…) la aplicación de una prisión 
preventiva automática u 
obligatoria, o su adopción sin la 
concurrencia de concretos 
motivos que la justifiquen en el 
caso concreto. 
Fin supremo de 
la sociedad 
considero que existe un abuso en el uso de la prisión preventiva, lo que nos lleva 
a enfrentarnos a problemas conexos, como el respeto a los derechos humanos de 
un interno, ya sea procesado o sentenciado. 
(…) existe un abuso en el uso de 
la prisión preventiva, lo que nos 
lleva a enfrentarnos a problemas 
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conexos, como el respeto a los 
derechos humanos (…) 
¿Cree que la aplicación de la 
prisión preventiva en virtud de 
pruebas indiciarias atenta 
contra el estado de defensa de 
los investigados? Explique. 
sí, pues las fallas en el ejercicio de la defensa derivan principalmente de recursos 
insuficientes para ejercer su mandato; falta de diligencia en su labor; tardío acceso 
a la provisión de estos servicios; y falta de independencia de dichas instituciones. 
(…) las fallas en el ejercicio de la 
defensa derivan principalmente 
de recursos insuficientes para 
ejercer su mandato (…) 
Estado de 
defensa  
El hecho de que las autoridades solo se basen en pruebas indiciarias para la 
utilización de la cautelar contra el estado de defensa de los investigados, en vista 
a que, se necesita elementos objetivos que permitan determinar la comisión del 
delito.  
(…) el hecho de que las 
autoridades solo se basen en 
pruebas indiciarias para la 
utilización de la cautelar atenta 
contra el estado de defensa de 
los investigados (…) 
¿Por qué cree que la 
aplicación de la prisión 
preventiva no reducido la 
comisión de delitos por 
funcionarios públicos 
provocando una escasa 
protección de la sociedad y del 
Estado? 
La implementación de las reformas legales y políticas criminales que proponen 
mayores niveles de encarcelamiento como solución a los problemas de 
inseguridad ciudadana, constituyen uno de los principales factores que inciden en 
el uso no excepcional de la prisión preventiva. 
(…) reformas legales y políticas 
criminales que proponen 
mayores niveles de 
encarcelamiento como solución a 
los problemas de inseguridad 
ciudadana (…) Protección de 
la sociedad y 
del Estado 
la aplicación de esta medida cautelar continúa generando fuertes tensiones, que 
han dado cabida a la discusión en torno a una aparente incompatibilidad entre la 
aplicación de los principios del Estado democrático y constitucional de derecho, 
tales como la presunción de inocencia, plazo razonable del juicio, privación de la 
libertad como última ratio del sistema penal, y la necesidad de contar con políticas 
eficaces de seguridad ciudadana y sanción del delito. 
(…) presunción de inocencia, 
plazo razonable del juicio, 
privación de la libertad como 
última ratio del sistema penal, y la 
necesidad de contar con políticas 
eficaces de seguridad ciudadana 
y sanción del delito (…) 
4.3. Análisis presupuestos materiales de la prisión preventiva 
El artículo 268 del CPP, establece que, para la imposición de la cautelar deben 
concurrir estrictamente tres requisitos: 
• Prueba suficiente: se busca garantizar de forma efectiva la libertad personal,
en razón a ello, solo se aplicará la prisión preventiva cuando existan fundados
y de gravedad elementos de convicción que estimen de forma razonada la
actuación en un hecho ilícito conectado al investigado como partícipe o autor
de este.
• Prognosis de pena superior a 4 años: el juzgador, en la disposición que
esta medida cautelar debe realizar un análisis previo de las pruebas obtenidas
y de acuerdo a ello formular una pena probable en la que podría recaer el
investigado. Procederá el dictamen de la cautelar cuando la pena impuesta
supere los 4 años desde el enfoque del hecho específico, y no en base a la
pena conminada para el hecho ilícito materia del proceso penal.
• Peligro procesal: implica el verdadero sustento de la prisión preventiva, pues
sólo será de aplicación cuando se establezca que el investigado, debido a sus
antecedentes y otras particularidades del caso en concreto, concedan
establecer de forma razonada cuyo fin será el de evitar la acción de la posición
(peligro de fuga) o en su caso, fomentar la obstaculización de la indagación
de la verdad (peligro de obstaculización).
Se debe tener en cuenta que, los tres requisitos son recurrentes y no 
alternativos en la disposición de la prisión preventiva. De acuerdo a ello, el 
Acuerdo 02-SPS-La Libertad, establece que: el juez responsable de la fase de 
investigación preparatoria ha de pronunciarse acerca de cada uno de los 
presupuestos materiales de la disposición de la cautelar que fueron objeto de  
discusión en la audiencia por las partes. Si estiman que la no concurrencia del 
presupuesto primero de suficiencia probatoria del hecho ilícito, tiene igualmente 
la obligación de pronunciarse respecto de los demás presupuestos materiales 
(poniendo mayor atención al principio de proporcionalidad), para establecer si 
resulta necesaria la imposición de una medida de simple comparecencia o con 
restricciones, lo que permitirá, además, la integral revisión de la decisión judicial 
por la Sala Penal Superior en el supuesto que esta sea apelada. 
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Entonces, en la aplicación de una cautelar tan gravosa como lo es la prisión 
preventiva debe primar la concurrencia de los presupuestos materiales 
señalados en el artículo 268 del Código Procesal Penal, estos son: fundados y 
graves elementos de convicción que permitan valorar de forma razonada la 
comisión de un hecho ilícito que vinculen al investigado como partícipe o autor 
del mismo; sanción supere los cuatro años de pena con privación de la libertad; 
y finalmente, que el investigado acorde a sus precedentes y otras particularidad 
es el caso concreto, permitan determinar de modo razonable que eludirá el 
accionar del ente administrador de justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la 
averiguación de la verdad (peligro de obstaculización). Asimismo, es importante 
considerar duración de la misma y la proporcionalidad de la medida.  
4.4. Análisis de los principios de idoneidad, proporcionalidad, y necesidad 
Si bien el artículo 268 del Código Procesal Penal establece los requisitos para 
el uso pertinente de la cautelar, la Casación 626-2013-Moquegua, desarrolla 
dos requisitos adicionales de naturaleza material para requerir la exigencia de 
una medida coercitiva de esta naturaleza; motivando la proporcionalidad de la 
medida y el tiempo de duración de la misma.  
El denominado test de proporcionalidad tiene por estructura tres subprincipios: 
necesidad idoneidad, y proporcionalidad de forma estricta, exigiendo la 
adecuación de los medios seleccionados para la consecución del fin que se 
desea alcanzar; surge la necesidad de utilizar dichos para lograr el fin deseado 
y en sentido estricto, la proporcionalidad entre fin y medios, lo que significa que, 
el principio alcanzado a través del logro de este fin no involucre un sacrificio de 
principios protegidos por la constitución igualmente importantes.  
El Tribunal Constitucional a través de resolución  se pronunció al respecto del 
tema en el caso Colegio de Abogados del Cono Norte, Sentencia N° 45-2004 
(fundamento 21 – 41), estableciendo los criterios de aplicación del Principio de 
Proporcionalidad y sus tres sub principios: 
• Idoneidad. Consistente en la relación de causalidad, de medio a fin, lo que
involucra una relación directa entre el medio que se va adoptar y el fin que ha
sido propuesto por el juez; es decir, conlleva un análisis de la relación
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existente entre medio-fin. Se concluirá como idóneo el requerimiento de la 
cautelar cuando se considere que esta medida es la más adecuada para 
asegurar que el inculpado estará presente durante todo el tiempo que dure el 
proceso de investigación y, a su vez, se cumpla con el objetivo de evitar que 
éste entorpezca el proceso con un inminente peligro de fuga o sus acciones 
no permitan que se lleve a cabo la actividad probatoria de manera idónea. 
• Necesidad. al respecto se determina mediante un análisis jurídico si la
cautelar posee una necesidad relevante, esto es, si no es posible aplicar otros
mecanismos procesales que sean efectivos tal como la cautelar, pero que no
signifiquen una desproporción en cuanto al respeto de los derechos de la
persona, es decir, que sean considerados menos lesivos en cuanto a su
utilización en el caso en específico. Por tanto, será imperioso dictaminar la
cautelar toda vez que los otros medios coercitivos, claro está de menor
gravedad, no puedan velar por la presencia del inculpado, no se pueda evitar
el peligro de fuga o no se pueda garantizar un proceso libre de
obstaculización.
• Proporcionalidad. Se sopesa el derecho a la libertad, es decir, el derecho
que se restringirá y el bien jurídico que se quiere proteger.
En conclusión, si bien los presupuestos materiales de la prisión preventiva son 
definidos por el legislador, el juzgador debe certificar la configuración de los 
presupuestos previstos en el artículo 268 CPP cuando dicta esta medida 
coercitiva, encontrándose obligado a ejecutar una ponderación del caso 
concreto en relación a los principios de necesidad, idoneidad y en sentido 
estricto la proporcionalidad, y por tanto, facultar la probabilidad constitucional 
de no aplicar la prisión preventiva necesariamente. En relación a ello, el 
principio de proporcionalidad, en un Estado Democrático de Derecho, es un 
método que permite contener la imposición irracional de la prisión preventiva, 
pues quiere disminuir los márgenes de arbitrariedad y de violenta injerencia 
procesal sobre el derecho fundamental de la libertad del investigado, a quien 
se presume inocente.  
4.5. Vulneración del derecho a la igualdad ante la ley 
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En la actualidad, la utilización de la figura procesal de la prisión preventiva a 
actores de distintos sectores de gran influencia y ejercicio de poder, tanto 
económicos como políticos en amplias investigaciones por la actividad delictiva 
relacionada a la corrupción de funcionarios, ha generado la polémica en nuestro 
país, ya que por propio diseño de la política criminal, esta se ha convertido en 
una tendencia con característica distintiva que se fija en la dureza del sistema 
en materia penal orientada a la mala aplicación de la cautelar de estudio,  
transformándolo en el instrumento principal para prevenir la delincuencia de 
forma general, haciéndose a un lado los principios de los fines de la pena 
recurriendo al facilismo procesal, es decir, la forma más cómoda y  práctica  de 
resolución del conflicto penal para la prevención de delitos futuros. 
En ese escenario, el problema de la prisión preventiva radica en la utilización 
en demasía, en su empleo irracional, cuando su dictamen judicial aparece en 
en un contexto meramente mediático, ante la alarma social que se considera 
grave que generan por la frecuente comisión de delitos de macro criminalidad, 
todo esto asociado a la corrupción funcional con la delincuencia económica 
(cuello blanco). Es así como se vislumbran nuestros criterios de diversa 
naturaleza y especie, dispares, que pretenden ajustarse en estos casos 
específicos, propiciando criterios interpretativos para nada homogéneos, que 
no abonan en la seguridad jurídica que debe regir en un Estado de derecho y 
que vulnera el derecho a la igualdad ante la Ley de manera grave.  
De ahí que, si bien, la doctrina y la jurisprudencia se encuentran desplegando 
diversos cuestionamientos en el análisis de los requisitos del mandato de 
prisión preventiva, teniendo como premisa a la libertad como regla y a la prisión 
preventiva como excepción, la discusión de su imposición por la condición de 
los inculpados (congresistas, grandes empresarios, etc.) Deslegitima su 
finalidad y el principio fundamental de igualdad ante la ley de aquellos 
ciudadanos que recurren a una administración de eficiente justicia que 
salvaguarde las garantías del proceso. 
4.6. Defensa de la sociedad y justificación del uso y abuso del mandato de 
prisión preventiva 
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Durante los últimos tiempos, hemos podido observar que entre las causas de 
los altos índices de personas con prisión preventiva se encuentra: la corrupción. 
Si bien, la norma procesal penal prescribe de forma clara y precisa los 
presupuestos materiales en el artículo 268 del Código Procesal Penal; la 
discusión no se concentra en los graves y fundados elementos de convicción; 
sino en la valoración por los operadores del derecho en referencia al peligro 
procesal, asimos, la casuística en los que se evidencia la obstaculización y el 
peligro de fuga replica la fundamental característica de nuestro sistema de corte 
acusatorio adversarial forjado en una cultura jurídica “de lo contingente, lo dúctil 
y lo flexible.  
La controversia de la prisión preventiva no es de legitimidad, sino de su 
imposición judicial legítima, según los valores de un Estado constitucional de 
derecho. Puede que en algunos casos, no se presente otra opción que utilizarla 
ante investigados determinados, pero puede que en otros no, que ante estos 
últimos sea suficiente con la disposición de una medida de coerción menos 
gravosa como la comparecencia, para así velar por los fines del proceso penal 
que son esenciales, sin embargo, si se decide por la cautelar, en cuanto a  la 
valoración de sus presupuestos legitimadores se debe ser muy riguroso. 
Considerando que nuestra sociedad hastiada de que muchos crímenes queden 
impunes, solicita con exigencia una respuesta más severa por parte d los entes 
administradores de justicia, dichas sanciones deben ser severas y de inmediata 
aplicación. La colectividad desconoce de los presupuestos procesales para 
determinar si se aplica o no la cautelar y lo confunde con la aplicación de la 
pena definitiva que implica privar de la libertad al inculpado ; tampoco, la 
colectividad distingue entre el principio de causa probable de criminalidad con 
el principio de presunción de inocencia (requerido para imponer este tipo de 
medidas), por ello, el juez responsable es quien debe discernir sobre el uso 
pertinente de tal figura, sin caer en la imposición desproporcional  como 
supuesto de pena adelantada no respetando las garantías constitucionales que 
deben estar presentes en un proceso acusatorio de material penal. 
Sin embargo, la defensa de la sociedad no justifica el uso excesivo de la prisión 
preventiva en los casos de corrupción de funcionarios, en vista a que, la 
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notoriedad de la lucha contra la corrupción, no se puede medir a través de 
estadísticas carcelarias preventivas, sino con sentencias de naturaleza 
condenatoria luego de un juicio oral, público y contradictorio que contenga 
todas las garantías procesales pertinentes. Realizarlo de esta forma, no implica 
ser débil ante la corrupción, sino todo lo contrario, la seguridad para su lucha y 
prevención.  
4.7. Triangulación de datos 
El desarrollo de la investigación presente se ha realizado en torno al estudio 
del abuso del mandato de prisión preventiva en los casos de corrupción de 
funcionarios, respecto del cual se formuló como objetivo general: Analizar los 
efectos jurídicos de la aplicación abusiva de la cautelar en los casos 
concernientes a la corrupción de funcionarios, Perú-2020, para conseguir este 
propósito se usó la técnica de la entrevista y el análisis de fuentes 
documentales con sus respectivos instrumentos.  
De acuerdo con ello, la aplicación de la entrevista ha sido una de las técnicas 
de estudio que más ha contribuido en la investigación, pues permitió la 
recolección de datos desde el enfoque de quienes conocen, desde su 
experiencia, la aplicación del mandato de prisión preventiva y con especial 
referencia en los delitos de corrupción de funcionarios.  
Entrevista a profundidad 
Durante el desarrollo del trabajo de campo entrevistas fueron aplicadas a 
profundidad a especialistas en el tema de investigación, a quienes se les 
formulo interrogante abiertas sobre el abuso del mandato de prisión preventiva 
en los casos de corrupción de funcionarios; se encontraron respuestas 
convergentes, aunque también discordantes, por tanto, se materializa el 
triángulo sobre las posturas encontradas:  
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Fuente: elaboración propia 
Figura 1: triangulación de entrevistas de informantes 
Concluyendo, se evidencia que los entrevistados tienen razones fundadas para 
mantener una postura acerca de los efectos jurídico que genera  la práctica 
abusiva de la disposición de la cautelar referidos a los casos de corrupción de 
funcionarios, pero queda claro que todos están de acuerdo que existe un uso 
desmedido que afecta el derecho a la igualdad ante la ley, así como de los 
principios de proporcionalidad, idoneidad y necesidad. 
Análisis de documentos 
Se han analizado diversas fuentes documentales en torno al abuso del mandato 
de prisión preventiva en los casos de corrupción de funcionarios:   
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Fuente: elaboración propia 
Figura 1: triangulación de entrevistas de informantes 
4.8. Discusión 
Se presenta la discusión de los resultados en donde se tuvo como objetivo 
general analizar los efectos jurídicos del abuso del mandato de prisión preventiva 
en los casos de corrupción de funcionarios, Perú-2020. Sobre el cual los 
resultados muestran que los efectos jurídicos de la desmedido aplicación 
desmedida del mandato de prisión preventiva en los casos de corrupción de 
funcionarios son: la vulneración del derecho a la igualdad ante la ley, así como 
de los principios de idoneidad, proporcionalidad, y necesidad; pues la prisión 
preventiva no es una sanción o pena sino una medida de coerción “excepcional, 
de último recurso y de naturaleza extrema” para garantizar el pleno desarrollo 
del proceso. 
En el ámbito internacional Rojo (2016) sostiene respecto a la disposición 
de la cautelar que ésta debe ser usada de manera exclusiva con una finalidad 
cautelar y en ciertos casos. No obstante, por el equilibrio tenso que existe en la 
actualidad entre y la necesidad de averiguar la verdad y el principio de inocencia, 
pareciera romperse este esencial argumento, en vista a que, la prisión social que 
otorgar mayor seguridad y sanciones, ha traído como regla el encarcelamiento 
preventivo, el cual tiende a responder a otras finalidades. Siendo que, se otorga 
a la sociedad la sensación de que su aplicación es la solución a la problemática 
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o a la reducción de la criminalidad, aunque esto solo ocasiona la utilización
abusiva de la prisión preventiva. 
En ese orden de ideas, en relación con la categoría “Presupuestos 
materiales” se han identificado que son los establecidos en el artículo 268 del 
Código Procesal Penal: fundados y graves elementos de convicción, pena mayor 
a cuatro años, y peligro procesal. En esa línea, la prisión preventiva es un acto 
excepcional y provisional, que debe ser argumentado y corroborado 
debidamente a través de estos presupuestos, caso contrario, se estará 
vulnerando el derecho a la libertad y a lo estipulado en las normas penales. 
Mendoza (2019) señala que, los fundados y graves elementos de 
convicción de la comisión de un delito con pena superior a los cuatro años, 
constituye la plataforma para un debate ponderativo del peligro procesal; solo 
con base en esa plataforma es posible un debate racional de los criterios para 
determinar el peligro procesal. Se trata de una secuencia lógica básica en donde 
se configuran fundados y graves elementos de convicción de la comisión de un 
delito con pena superior a los cuatro años que condicionan un peligro procesal. 
Estos presupuestos se encuentran interrelacionados y se condicionan. 
En cuanto a la categoría “Principios fundamentales” los resultados de la 
investigación evidencian que la medida cautelar de prisión preventiva, como 
debe obedecer a los principios de legalidad, presunción de inocencia, idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad. De acuerdo con ello, el principio de 
proporcionalidad constituye un método de contención a la imposición irracional 
de la prisión preventiva.  
Según Neyra (2010) el principio de proporcionalidad que se discute en la 
audiencia de prisión preventiva, establece que se fundamente en 3 subprincipios 
esenciales. Es decir, que la cautelar resulta la más oportuna e indispensable a 
imponer al imputado cuando se tiene en consideración los requisitos de 
idoneidad (que será idóneo al objetivo propuesto); necesidad (resulta la más 
indicada para la consecución del objetivo premeditado); y proporcionalidad (en 
donde prevalece y se sacrifica al derecho fundamental restringido, pero 
justificando las razones).  
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Otras de las categorías de estudio fue el “Derecho a la igualdad ante la 
Ley” en donde resultados evidenciaron que discutir la imposición de la prisión 
preventiva por la condición de los investigados deslegitima su fin y el principio 
constitucional de igualdad ante la Ley de los ciudadanos que recurren a un 
sistema de justicia eficaz y con garantías. De tal manera que, su uso “excesivo” 
y “abusivo” por parte de jueces y fiscales peruanos pone en evidencia una 
reforma procesal meramente nominal.  
El derecho fundamental de igualdad ante la ley, implica un derecho-
principio valioso que garantiza a las partes, las mismas oportunidades, los 
mismos recursos y el mismo tratamiento, ante cualquier órgano o autoridad de 
la administración de justicia en cualquier fase del proceso penal. Se trata de una 
igualdad ante la ley sustantiva como una igualdad ante la ley procesal, así como 
a las disposiciones o lineamientos determinados por el juzgador o por el tribunal. 
En ese sentido, se habla sobre la igualdad de armas, que socializa el proceso 
volviéndolo más equitativo, de tal forma que no exista injustamente una 
disparidad o desnivel entre las partes (Landa, 2010).  
Finalmente, en cuanto a la categoría “Defensa de la sociedad” los 
resultados de la investigación deprenden que su utilización para satisfacer 
demandas sociales de seguridad, mitigar la alarma social, no ha evitado la 
reiteración delictiva, anticipar los fines de la pena, o impulsar el desarrollo de la 
instrucción. Por tanto, la aplicación de esta medida cautelar continúa generando 
fuertes tensiones, que han dado cabida a la discusión en torno a una aparente 
incompatibilidad entre la aplicación de los principios del Estado democrático y 
constitucional de derecho.  
Urquizo (2020) manifiesta que, en un Estado de Derecho social y 
democrático, la interpretación de las leyes penales no puede conducirnos a una 
absolutización o interpretación extrema sustentada en la ideología de la eficacia, 
o de lucha contra la criminalidad u otra. Por el contrario, el modelo de Estado
constitucional parte del reconocimiento de la dignidad de la persona y de su 
libertad, como límite a cualquier intervención.  
Discusión de los resultados del primer objetivo específico: analizar los 
presupuestos materiales de la prisión preventiva contemplados en el artículo 268 
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del Código Procesal Penal, Perú-2020, los resultados de la investigación 
muestran que, en la imposición de una medida cautelar tan gravosa como la 
prisión preventiva es necesaria la concurrencia de los presupuestos materiales 
señalados en el artículo 268 del Código Procesal Penal, estos son: graves y 
fundados elementos de convicción que permitan estimar de forma razonada la 
comisión de un hecho ilícito que vinculen al investigado como autor o partícipe 
del mismo; sanción superior a 4 años de pena privativa de la libertad; y 
finalmente, que el investigado acorde a sus antecedentes y otras particularidad 
es el caso concreto, permitan determinar de modo razonable que eludirá la 
acción de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la averiguación de la verdad 
(peligro de obstaculización). Asimismo, debe tenerse en cuenta la 
proporcionalidad de la medida y la duración de la misma. 
Según San Martín (2014) cuando se hace referencia a los requisitos para 
que los jueces puedan dictar esta medida, nunca la gravedad sola del hecho 
justifica la prisión preventiva sino los elementos que puedan sostener con 
objetividad razonable el juicio de prognosis con un criterio de prudencia por parte 
del juez de que el inculpado utilizará de mala manera su libertad con el propósito 
de obstaculizar el proceso. en consecuencia, la necesaria condición para fijar 
esta medida es la existencia de graves elementos de convicción de la comisión 
de un delito con una pena superior a los cuatro años de cárcel, pero que lo más 
importante es la acreditación de peligro de fuga u obstaculización del proceso. 
Discusión de los resultados del segundo objetivo específico: analizar la 
trascendencia de los principios de idoneidad, proporcionalidad, y necesidad en 
la aplicación de la prisión preventiva en los delitos de corrupción de funcionarios, 
los resultados evidenciaron que, si bien es cierto, los presupuestos materiales 
de la prisión preventiva son definidos por el legislador, el juzgador debe certificar 
la configuración de los presupuestos previstos en el artículo 268 CPP cuando 
dicta esta medida coercitiva, encontrándose obligado a ejecutar una ponderación 
del caso concreto en relación a los principios de idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto, y por tanto, facultar la probabilidad 
constitucional de no aplicar la prisión preventiva necesariamente. En relación a 
ello, el principio de proporcionalidad, en un Estado Democrático de Derecho, es 
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un método que permite contener la imposición irracional de la prisión preventiva, 
pues quiere disminuir los márgenes de arbitrariedad y de violenta injerencia 
procesal sobre el derecho fundamental de la libertad del investigado, a quien se 
presume inocente.  
El principio de proporcionalidad se torna relevante, si se acepta que no 
existen derechos absolutos, pero teniendo en cuenta que cada derecho se 
contrapone a su limitación. Alexy (2009) señala que este principio de 
proporcionalidad, se compone de tres sub principios adecuación, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto; todos estos subprincipios expresan la idea 
de optimización y se configuran, como la solución a los conflictos, que se originan 
a raíz de la colisión en el ejercicio de derechos. Mientras Urquizo (2020) refiere 
que, la prisión preventiva es una medida extrema y como tal, al momento de su 
aplicación, debe fundamentarse en base a principios de proporcionalidad, 
racionalidad, idoneidad, necesidad, pues se encuentra en un conflicto con la 
libertad.  
Discusión de los resultados del tercer objetivo específico: establecer si se 
vulnera el derecho a la igualdad ante la ley con el abuso de mandato de prisión 
preventiva en los casos de corrupción de funcionarios, Perú-2020,  los resultados 
muestran que, si bien, la doctrina y la jurisprudencia se encuentran desplegando 
diversos cuestionamientos en el análisis de los requisitos del mandato de prisión 
preventiva, teniendo como premisa a la libertad como regla y a la prisión 
preventiva como excepción, la discusión de su imposición por la condición de los 
investigados (empresarios, congresistas, etc.) Deslegitima su finalidad y el 
principio fundamental de igualdad ante la ley de aquellos ciudadanos que 
recurren a una administración de justicia eficiente y respaldada de garantías. 
Caferrata (2000) refiere que, durante el proceso penal, se brindará un trato 
igualitario al imputado, cualquiera sea su condición personal: no puede haber 
privilegios ni discriminación de ninguna naturaleza, ni por ninguna razón, ni 
durante el proceso, ni en la decisión final. A la vez cualquiera que sea el sentido 
que esta adopte, deberá ser equitativa e imparcial y fundarse solamente en la 
prueba y en la ley. Esto exige que no se hagan excepciones personales respecto 
a la formación o a la persecución de las causas penales, ni a la posibilidad de 
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intervenir en ellas, ni a su radicación de las causas penales; ni que se impulsen 
procesos por motivos exclusivamente personales, derivados solo de quien es la 
persona que los impulsa, o quien es la persona contra quien se promueven. 
Finalmente, discusión de los resultados del cuarto objetivo específico: 
establecer si la defensa de la sociedad justifica el uso y abuso del mandato de 
prisión preventiva en los casos de corrupción de funcionarios, Perú-2020, se 
obtuvo como resultado que, la defensa de la sociedad no justifica el uso excesivo 
de la prisión preventiva en los casos de corrupción de funcionarios, en vista a 
que, el éxito de la lucha contra la corrupción, no se puede medir a través de 
estadísticas carcelarias preventivas, sino con sentencias condenatorias luego de 
un juicio oral, público y contradictorio que contenga todas las garantías 
procesales pertinentes. Realizarlo de esta forma, no implica debilidad frente a la 
corrupción, sino todo lo contrario, la seguridad para su lucha y prevención.   
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V. CONCLUSIONES
1. Los efectos jurídicos del desmedido abuso del mandato de prisión preventiva
en los casos de corrupción de funcionarios son la vulneración del derecho a
la igualdad ante la ley, así como de los principios de idoneidad,
proporcionalidad, y necesidad; pues la medida de prisión preventiva no es una
pena o una sanción sino una medida de coerción “excepcionalísima, extrema,
de última ratio” para tutelar el desarrollo del proceso.
2. En la prisión preventiva es necesaria la concurrencia de los presupuestos
materiales señalados en el artículo 268 del Código Procesal Penal, estos son:
graves y fundados elementos de convicción que permitan estimar de forma
razonada la comisión de un hecho ilícito que vinculen al investigado como
autor o partícipe del mismo; sanción superior a 4 años de pena privativa de la
libertad; y finalmente, que el investigado acorde a sus antecedentes y otras
particularidad es el caso concreto, permitan determinar de modo razonable
que eludirá la acción de la justicia (peligro de fuga) u obstaculizar la
averiguación de la verdad (peligro de obstaculización). Asimismo, debe
tenerse en cuenta la proporcionalidad de la medida y la duración de la misma.
3. En la aplicación de la prisión preventiva, el juzgador debe certificar la
configuración de los presupuestos previstos en el artículo 268 CPP cuando
dicta esta medida coercitiva, encontrándose obligado a ejecutar una
ponderación del caso concreto en relación a los principios de idoneidad,
necesidad y proporcionalidad en sentido estricto, y, por tanto, facultar la
probabilidad constitucional de no aplicar la prisión preventiva necesariamente.
4. La doctrina y la jurisprudencia se encuentran desplegando diversos
cuestionamientos en el análisis de los requisitos del mandato de prisión
preventiva, teniendo como premisa a la libertad como regla y a la prisión
preventiva como excepción, la discusión de su imposición por la condición de
los investigados (empresarios, congresistas, etc.) Deslegitima su finalidad y el
principio fundamental de igualdad ante la ley de aquellos ciudadanos que
recurren a una administración de justicia eficiente y respaldada de garantías.
5. La defensa de la sociedad no justifica el uso excesivo de la prisión preventiva
en los casos de corrupción de funcionarios, en vista a que, el éxito de la lucha
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contra la corrupción, no se puede medir a través de estadísticas carcelarias 
preventivas, sino con sentencias condenatorias luego de un juicio oral, público 
y contradictorio que contenga todas las garantías procesales pertinentes. 
Realizarlo de esta forma, no implica debilidad frente a la corrupción, sino todo 
lo contrario, la seguridad para su lucha y prevención. 
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VI. RECOMENDACIONES
1. El Estado está en la obligación de adoptar medidas legislativas, judiciales,
administrativas y de cualquier otra índole para la corrección del uso
desmedido de la prisión preventiva con la finalidad de garantizar su
excepcionalidad y se encuentre limitada por los principios de legalidad,
necesidad, presunción de inocencia, idoneidad y proporcionalidad, evitando
de esta manera su utilización arbitraria, innecesaria y desproporcionada.
2. Las autoridades judiciales están en la obligación de adoptar medidas que
garanticen que la prisión preventiva sea aplicada excepcionalmente y de
acuerdo a los parámetros legales de cada caso en concreto, los mismos que
deben estar en relación con los derechos internacionales y mecanismos de
control y supervisión por las organizaciones encargadas de administrar
justicia.
3. Resulta necesaria la incorporación de la revisión periódica de oficio de la
medida coercitiva de prisión preventiva en los delitos de corrupción de
funcionarios, debiendo establecerse presupuestos que sean evaluados por los
órganos judiciales, siendo que, cuando no exista la necesidad de mantener
esta medida, debe ser inmediatamente levantada.
4. Resulta necesario establecer planes estratégicos de capacitación y
sensibilización de los operadores de justicia y de los titulares de la acción
penal, respecto de la excepcionalidad de la prisión preventiva y la utilización
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parte de jueces y 
fiscales 
peruanos pone 





imposición de la 
prisión 
preventiva por la 
condición de los 
investigados 
deslegitima su fin 
y el principio 
constitucional de 
igualdad ante la 
Ley de los 
ciudadanos que 
recurren a un 
sistema de 
justicia eficaz y 
con garantías. 
De tal manera 
que, su uso 
“excesivo” y 
“abusivo” por 
parte de jueces y 
fiscales 
peruanos pone 















Penal, por lo que 
en muchos casos 




arbitraria e ilegal 
de la prisión 
preventiva es un 
problema crónico, 
siendo que su 
desmedido uso es 




enfrenta el país en 
cuanto al respeto 
y garantía de los 
derechos de las 
el uso excesivo 









derecho de toda 






preventiva no se 
aplica de forma 
racional, y ello 
porque su 
aplicación dejó de 
basarse en los 
presupuestos 
previstos en el 







La regla sobre la 
excepcionalidad 
de la prisión 
preventiva, cada 
vez más va 




fundamento de su 
uso es, por 
haberse advertido, 
que el procesado 
quiera 
desaparecerse del 
proceso, antes de 
la aplicación de la 
prisión preventiva 
es la regla, y si 
bien considero que 
su aplicación es 
estrictamente 
legal, por ende, 
también creo que, 
en el examen 
judicial sobre su 
uso, no se realiza 
un mesurado 
análisis del peligro 
procesal: peligro 





contraria a la 
esencia misma 
del estado de 
derecho y a los 
valores que 




(…) no se aplica 
de forma 
racional, y ello 
porque su 
aplicación dejó 
de basarse en 
los presupuestos 
previstos en el 






a la esencia 
misma del estado 
de derecho y a 
los valores que 










contar con una 















función tuitiva al 
proceso? 
Explique.  
sí, pero la 
ausencia de 
imparcialidad en 
un Juez para 
tomar una 
decisión, y a la 
vez la abundante 
e irresistible 
presión de los 
medios, los fuerza 
e induce a tomar 
una decisión 
errónea. Estos 
bretes impiden la 
toma de un fallo 
equilibrado y 
acorde a derecho, 
pues se considera 
que el no aplicar 
tal medida de 
coerción personal, 




indiferentes a la 
realidad peruana. 
 las autoridades 














familiares y otros 
que le 
mantendrían en 
el país, además 





que entienden en 





evidencia de una 
eventual 






en la Prisión 
Preventiva la 
motivación debe 
ser mayor, se 
exige pues una 
motivación 
cualificada. En ese 
sentido, el Tribunal 
Constitucional ha 
dejado sentado 
que en aquellos 












limitante de tal 
modo que, los 
presupuestos 
materiales 
regulados en el 
artículo 268 del 
CPP se instituyen 
como 
presupuestos que 





















dictadas contra la 
persona como la 
prisión preventiva, 






















otros que le 
mantendrían 








ser mayor, se 




Defensa de la 
sociedad 




solicitado por el 
Fiscal por los 
presuntos delitos 
de corrupción de 
funcionarios 
atenta contra el 
fin supremo de la 
sociedad? 
modificación del 
plazo límite de la 
prisión preventiva 
para los procesos 
de criminalidad 
organizada se 
extendió a 36 
meses, 
prorrogable hasta 
por 12 meses, 
esta modificación 
resulta contraria a 
aquellas acciones 
que buscan 
racionalizar el uso 
de la prisión 
preventiva, y 




técnicos de la 
problemática 









mitigar la alarma 
social, evita la 
reiteración 
delictiva, 
anticipar los fines 
de la pena, o 
impulsar el 













ilegítima. En ese 
mismo sentido, 
también será 
contraria a la 
Constitución, la 




obligatoria, o su 
adopción sin la 
concurrencia de 
concretos 
motivos que la 
justifiquen en el 
caso concreto. 
considero que 
existe un abuso en 
el uso de la prisión 
preventiva, lo que 
nos lleva a 
enfrentarnos a 
problemas 
conexos, como el 
respeto a los 
derechos 
humanos de un 







aplicación de la 
prisión preventiva 
representa la 
imposición de una 




eso es que 
debemos 
considerar que su 
exceso multiplica 





pues la carga 
procesal impide 
obtener decisiones 
justas en el 
tiempo. 
a la hora de 
discutir sobre la 
finalidad de la 
prisión preventiva, 
no podemos ser 
ajenos al 
fundamento formal 
de la misma, que 
no es más que una 
“garantía procesal” 
de que el acusado 




indicios de que así 
lo hará. Sin 
embargo debido al 
tenso equilibrio 
que existe hoy en 
día entre el 
principio de 




la verdad, parece 
romperse este 
fundamento 
principal, dado a la 
petición social de 
mayor seguridad y 
castigo, y como 
secuela de la 
misma el 
encarcelamiento 
preventivo tiende a 







































(…) existe un 
abuso en el uso 
de la prisión 
preventiva, lo 












mitigar la alarma 




anticipar los fines 
de la pena, o 
impulsar el 









han dado cabida 
a la discusión en 











¿Cree que la 
aplicación de la 
prisión 
preventiva en 
virtud de pruebas 
indiciarias atenta 
A fin de garantizar 





sí, pues las fallas 





creo que sí, el 
hecho de que las 
autoridades solo 
se basen en en 
pruebas indiciarias 
para la aplicación 
Los Jueces deben 
pronunciarse 
sobre todos los 
presupuestos 





disminución de los 
plazos procesales, 
confirmación de 
(…) las fallas 
en el ejercicio 




(…) el hecho de 
que las 
autoridades solo 




contra el estado 
de defensa de los 
investigados? 
Explique. 








todas las partes. 
Para asegurar el 










mandato; falta de 
diligencia en su 
labor; tardío 
acceso a la 
provisión de 





de la prisión 
preventiva atenta 
contra el estado de 
defensa de los 
investigados, en 






comisión del delito. 
que fueron objeto 
de debate por las 
partes en la 
audiencia. Si 
consideran que no 








sobre los demás 
presupuestos 
materiales (con 
especial énfasis en 
el principio de 
proporcionalidad), 









revisión integral de 
la decisión judicial 
por la Sala Penal 
Superior en caso 
sea apelada. 
sentencias en un 




renuncia de la 
persona a que su 
caso sea 
examinado de 
fondo. En el marco 
de estos procesos, 













con base en 
procesos sin 
garantías 
suficientes, y en un 







para ejercer su 
mandato (…) 
la aplicación de 
la prisión 
preventiva 
atenta contra el 
estado de 
defensa de los 
investigados (…) 
¿Por qué cree 
que la aplicación 
de la prisión 








protección de la 
La falta de 
independencia de 
los operadores de 
justicia persiste 
como uno de los 
principales 
desafíos para la 
aplicación de las 
medidas 













como solución a 
los problemas de 
inseguridad 
ciudadana, 




tensiones, que han 
dado cabida a la 
discusión en torno 
a una aparente 
incompatibilidad 
entre la aplicación 




aumento de la 
prisión provisoria 
puede adjudicarse 
no solo a la falta de 
celeridad procesal 
sino, en gran 
medida, a la 
escasa utilización 
por parte de los 
jueces de medidas 
alternativas a la 
prisión y a la poca 
entre los factores 
que inciden en el 
uso no 
excepcional de la 
prisión preventiva 
están, las políticas 
























privación de la 
libertad como 
última ratio del 
sistema penal, y 






sociedad y del 
Estado? 
para la reducción 
de la utilización de 
la medida en 
referencia. 
constituyen uno 
de los principales 
factores que 
inciden en el uso 
no excepcional 








juicio, privación de 
la libertad como 
última ratio del 






sanción del delito. 
importancia que se 




estas han sido 
aplicadas. 
privación de 
libertad como vía 
de solución al 
fenómeno de la 
delincuencia; y los 
desafíos 
relacionados con 
la actuación de la 
judicatura, tanto 
aquellos que 
tienen que ver con 




encargadas de la 
aplicación de la 
prisión preventiva, 
como de aquellos 
relativos a otros 
aspectos de la 
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GUÍA DE ENTREVISTA 
Título: Abuso del mandato de prisión preventiva en los casos de corrupción 







1. ¿Cuáles cree que son los efectos jurídicos del abuso del mandato de prisión
preventiva en los casos de corrupción de funcionarios, Perú-2020?
2. ¿Qué elementos de convicción deberá satisfacer y esgrimir el fiscal si requiriera
la prisión preventiva judicial contra el investigado por corrupción de funcionarios?
Objetivo general 
Analizar los efectos jurídicos del abuso del mandato de prisión preventiva en los 
casos de corrupción de funcionarios, Perú-2020. 
Objetivo específico 1 
Analizar los presupuestos materiales de la prisión preventiva contemplados en el 
artículo 268 del Código Procesal Penal, Perú-2020. 
3. ¿Cuál cree usted que es la importancia de la prognosis de la pena en la prisión
preventiva en los casos de corrupción de funcionarios?
4. ¿Cómo se sustenta la existencia del peligro procesal y la necesidad de cautela
en la prisión preventiva por delitos de corrupción de funcionarios?
5. ¿El juicio de ponderación sobre el peligro de fuga o sustracción de la acción de
la justicia en la prisión preventiva debe ser conforme al momento y progreso de
la investigación? Explique.
6. ¿Justificar la aplicación la prisión preventiva en función de pertinencia y
ponderación de principios aporta razonabilidad a la vulneración del derecho a la
libertad? Explique.
Objetivo específico 2 
Analizar la trascendencia de los principios de idoneidad, proporcionalidad, y 
necesidad en la aplicación de la prisión preventiva en los delitos de corrupción de 
funcionarios. 
7. ¿Por qué la expedición del mandato de prisión preventiva debe ser excepcional,
es decir, siempre que no existan otros medios alternativos de imposición?
8. ¿De qué manera la imposición de la prisión preventiva por la condición de los
investigados deslegitima su fin y el principio constitucional de igualdad ante la
Ley?
9. ¿Considera que la prisión preventiva contraviene el proceso garantista y
contradictorio que actualmente promueve el Código Procesal Penal, por lo que
en muchos casos se contraviene su protección penal? Explique.
10. ¿Los jueces antes de otorgar la prisión preventiva a funcionarios públicos
deben evaluar todos los parámetros de dicha medida, aplicando una función
tuitiva al proceso? Explique.
Objetivo específico 3 
Establecer si se vulnera el derecho a la igualdad ante la ley con el abuso de 
mandato de prisión preventiva en los casos de corrupción de funcionarios, Perú-
2020. 
11. ¿De qué manera el requerimiento de prisión preventiva solicitado por el Fiscal
por los presuntos delitos de corrupción de funcionarios atenta contra el fin
supremo de la sociedad?
12. ¿Cree que la aplicación de la prisión preventiva en virtud de pruebas indiciarias
atenta contra el estado de defensa de los investigados? Explique.
13. ¿Por qué cree que la aplicación de la prisión preventiva no reducido la comisión
de delitos por funcionarios públicos provocando una escasa protección de la
sociedad y del Estado?
Nombre del entrevistado Sello y firma 
Objetivo específico 4 
Establecer si la defensa de la sociedad justifica el uso y abuso del mandato de 
prisión preventiva en los casos de corrupción de funcionarios, Perú-2020. 
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